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DERECHO CIVIL (II)

LECCIÓN 14: LA FUENTE DE LAS OBLIGACIONES:

1. CONCEPTO:
 Obligación y deber jurídico: 
La obligación puede definirse como un deber jurídico, en un sentido general. Es un deber jurídico que tiene un valor económico. En toda obligación hay conexión entre un derecho de un acreedor y un deber jurídico del deudor. La idea de deber jurídico viene acompañada por la de responsabilidad. Del cumplimiento de las obligaciones responde el deudor, con todos sus bienes, presentes y futuros (artículo 1911). Es el principio de responsabilidad patrimonial universal. 

El acreedor tiene un derecho subjetivo (derecho de crédito), que supone el reconocimiento por parte del ordenamiento jurídico, de un poder para dirigirse frente a otra persona (el deudor) y exigirle el cumplimiento de aquello a lo que se ha obligado. El acreedor tiene legitimación porque tiene el derecho de crédito. 

Derechos subjetivos de carácter patrimonial: 

· Derechos reales: Los que tiene una persona sobre una cosa (derecho de propiedad). 

· Derechos de crédito: Poder que se le reconoce a un sujeto para exigir de otro sujeto un comportamiento determinado. 

Al deber jurídico que tiene el deudor frente al acreedor se le llama deber de prestación, y es lo que constituye la deuda. 

Si el deudor se opone al cumplimiento de la deuda, el acreedor puede exigirlo coactivamente. El derecho de crédito legitima al acreedor para activar el poder coactivo del Estado. 

En ningún caso puede quedar en manos del deudor la decisión final de si llega a cumplir o no. Esto no constituye una obligación jurídica. El   artículo 1256 del Código Civil dice que la validez y el cumplimiento de un contrato no puede dejarse al arbitrio de uno de los contratantes (el deudor, porque el acreedor si puede decidir el cumplimiento de un contrato). El artículo 1115 dice que cuando el cumplimiento de la obligación dependa de la exclusiva voluntad del deudor, esa declaración de voluntad será nula. 
Deuda y responsabilidad como elementos de la obligación: 

La deuda (deber jurídico que tiene el deudor) viene acompañada por la idea de responsabilidad. Esta idea está conectada con el poder coactivo que tiene el acreedor. El artículo 1088 dice que toda obligación consiste en dar, hacer o no hacer una cosa (deuda). El artículo 1911 representa la responsabilidad. 

¿Podemos hablar de deuda sin responsabilidad del deudor?
En Roma surge el concepto de obligación natural. El esclavo, al no tener capacidad jurídica, tampoco puede realizar actos jurídicos con eficacia. Si realizaba un pago, éste era nulo, por lo que podía exigir la devolución del pago. Esto era estimado como una obligación natural. Existen deudas sin responsabilidad. La obligación natural se caracteriza porque el acreedor no puede exigir del deudor el cumplimiento de la deuda, sin embargo, si el deudor cumple, surgen de ahí ciertos efectos jurídicos: Por ejemplo, el deudor no puede exigir que le devuelvan lo que entregado. No puede exigir la “repetición del pago” (exigir la devolución una vez que ha pagado). 

En el Código Civil actual está el caso de las deudas de juego. El ordenamiento jurídico dice que se trata de una obligación natural, es una deuda sin responsabilidad. El artículo 1798 establece que si el deudor paga voluntariamente, luego no puede solicitar la repetición del pago (que le devuelvan el dinero). Si se abstiene de pagar, el acreedor no está legitimado para exigir coactivamente el pago. 

Otro supuesto es el de las deudas que se han contraído sin obligarse las partes al pago de intereses. El deudor tiene la obligación de pagar aquello a lo que se ha obligado, pero no tiene la obligación de pagar los intereses. Pero si los paga, no puede exigir la repetición de ese pago. El acreedor no puede exigir el pago de intereses (artículo 1756 y 1755). 

Otro supuesto es el pago de la obligación o deuda que ha prescrito (el derecho de crédito prescribe a los 15 años). Al pasar 15 años, el acreedor no puede exigir coactivamente el pago de la deuda. El deudor tiene en su mano la decisión de pagar o no pagar transcurridos 15 años. Pero si el deudor paga, el pago está validamente efectuado, por tanto, no puede repetirse, no es un pago nulo, sino válido y eficaz. Diez Picazo dice que no podemos hablar de obligación jurídica, sino de atribución patrimonial con justa causa.

Los artículos 1895 y 1901 hacen referencia al valor jurídico de las atribuciones patrimoniales con justa causa. 

¿Puede haber responsabilidad sin deuda?

La doctrina acude a los supuestos de fianza y de las garantías reales, como la hipoteca. 

En el supuesto de fianza, el fiador se obliga voluntariamente a responder con sus bienes del pago de una deuda ajena. El fiador, al obligarse, se convierte en deudor; pero el acreedor ha de dirigirse frente al deudor principal, y si este no puede pagar, entonces se dirigirá frente al fiador (artículo 1822). 

Una persona que no es deudor principal puede garantizar el cumplimiento de una obligación mediante una hipoteca sobre uno de sus bienes, con lo que se convierte en deudor subsidiario. Parte de la doctrina dice que el que hipoteca un bien suyo se está obligando como deudor, aunque es una deuda limitada por el valor del bien hipotecado. 

En toda obligación jurídica hay dos elementos, deuda y responsabilidad, que no son autónomos, sino que siempre están presentes. 
La patrimonialidad como elemento de la obligación: 

La doctrina se cuestiona lo siguiente: El objeto de una obligación ha de ser siempre una prestación económica o patrimonial. 

En un contrato de arrendamiento, el arrendador impone obligaciones accesorias, aparte de la obligación del pago de la renta (no hacer ruidos excesivos, etc.). Estas no son obligaciones con una prestación económica. 

El artículo 1088 define el objeto de la obligación jurídica: Dar, hacer o no hacer alguna cosa, sin especificar si es en términos económicos o no. Otros artículos (1911, 1098 y 1101) dan a pensar que el objeto de la obligación si ha de ser en términos económicos. 

La doctrina española afirma que la obligación jurídica puede tener un contenido con valor económico o puede no tenerlo. Las partes son libres para obligarse a lo que quieran, siempre que no contradiga a la ley, a la moral o al orden público (artículo 1255). 
La posición jurídica del acreedor y la del deudor como situaciones complejas: 
Pueden existir varios acreedores o varios deudores. 
Acreedor: Es titular de un derecho de crédito (derecho subjetivo). Esto supone una serie de cargas o deberes. El derecho de crédito supone un poder que se puede ejercer judicial (acción) o extrajudicialmente. El acreedor tiene en su mano un haz de facultades, no sólo ejecutables ante su deudor sino a veces ante terceros (por ejemplo, concurso de acreedores). 

Facultades que tiene el acreedor por ser titular de un derecho de crédito: 

Facultad principal: La de exigir la prestación. 

Facultades accesorias: El acreedor tiene varias facultades accesorias:

· La de exigir coactivamente el cumplimiento de la prestación (principio de responsabilidad patrimonial universal). 

· Facultad de disponer del derecho de crédito: El acreedor puede enajenar o transmitir ese derecho, a título gratuito u oneroso. También puede renunciar a ese derecho de crédito, constituir titularidades limitadas sobre su derecho de crédito a favor de un tercero. 
· Facultad para impulsar el desenvolvimiento y la efectividad de la relación obligatoria, de manera que debe denunciar los vicios que tenga la cosa objeto de la prestación que tiene el deudor. 
· Facultad de conservación y tutela preventiva del crédito. El artículo 1129 establece que ante la insolvencia del deudor, vencen todos los créditos. 
· Facultad para conservar la solvencia del deudor. Si el deudor queda en estado de insolvencia (no tiene bienes presentes), el acreedor tiene la acción subrogatoria. El artículo 1111 establece que el acreedor está legitimado para ponerse en lugar del deudor y ejecutar sus derechos, salvo los inherentes a su persona. El artículo 1291.3 establece que el acreedor puede, ante la insolvencia del deudor, impugnar los actos que haya hecho el deudor (acción pauliana). 
· Facultad de convocar el concurso y la quiebra (procedimientos judiciales), ante la insolvencia del deudor.     

Límites que tiene el acreedor en el ejercicio de su derecho de crédito: 

Tiene un límite temporal: Ha de ejecutarse frente a la persona obligada (legitimada pasivamente) y ha de realizarlo el que esté legitimado activamente. 

Cargas que tiene el acreedor: 

Carga: No existe propiamente un deber, pero si que es aconsejable realizar un determinado comportamiento en beneficio de los propios intereses, o para evitar un perjuicio. Las cargas pueden ser originadas por la ley o por la propia autonomía de la voluntad. 

· Carga de facilitar a su deudor el cumplimiento y no hacerlo más gravoso. 

· Carga de colaborar para que el deudor realice su prestación. 

· Carga de diligencia en el ejercicio del derecho de crédito. Si le traen una cosa defectuosa deberá denunciarlo inmediatamente y no quedarse con la cosa. 

· Carga de información: En determinados contratos el acreedor deberá informar a su deudor. 

El crédito, además de contemplarlo como un derecho subjetivo, también se contempla como un objeto, un bien patrimonial. Es un bien mueble, y tiene un valor económico o patrimonial en sí mismo. 

Deudor: Deber jurídico de prestación + facultades. 

Deber esencial: Cumplimiento de la prestación. 

Deberes accesorios: Nacen de la ley, de lo acordado o de los usos negociables o derivados de la buena fe. 

Deberes legales: El artículo 1094 establece que el obligado a dar alguna cosa lo está también a conservarla con la diligencia propia de un buen padre de familia. 

Facultad de liberarse de la deuda (artículos 1176 y 1180). 

Facultad de oponer excepciones frente a las pretensiones que estén fuera del lugar del acreedor. Puede oponer la deuda que ha prescrito. 

Facultad de agrupar a todos sus acreedores en los casos en que esté próximo a la insolvencia, y proponerles un convenio para repartir los bienes entre ellos. 

El deudor tiene siempre la responsabilidad patrimonial universal ante el acreedor (artículo 1911).
2. CLASIFICACIÓN LEGAL. EL ANALISIS DEL ARTICULO 1098 CCE:
El artículo 1089 establece que las obligaciones nacen de la ley, de los contratos y cuasi contratos, y de los actos y omisiones ilícitos o en los que intervenga cualquier género de culpa o negligencia.  

Las obligaciones derivadas de la ley no se presumen, sino que han de venir impuestas expresamente en una ley especial o en el propio Código Civil. 

Las obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley entre las partes contratantes, y deben cumplirse a tenor de los mismos. 

Cuasi contratos: El artículo 1887 establece que los cuasi contratos son los hechos lícitos y puramente voluntarios, de los que resulta obligado su autor para con un tercero y a veces una obligación recíproca entre los interesados. La gestión de negocios ajenos (artículos 1888 y siguientes) y el cobro de lo indebido (artículos 1895 y siguientes) son dos ejemplos de cuasi contrato. 

Delitos y faltas (artículo 1092): Se remite al Código Penal. De los delitos y faltas nacen obligaciones civiles, cuando se producen daños y hay que indemnizar, o cuando se roba algo y hay que restituirlo. Por tanto, indemnización de los daños causados y restitución de lo robado son las obligaciones civiles que nacen del delito o falta. 

Actos y omisiones en los que haya culpa o negligencia: Cuando por un acto se hace un daño a otro (incluso sin que haya culpa ni negligencia) hay que indemnizar por el daño causado. Se aplica la responsabilidad civil extracontractual (artículos 1902 y siguientes). 
3. LA VOLUNTAD UNILATERAL COMO UNA FUENTE DE OBLIGACIÓN:
¿Puede surgir una obligación jurídica de una sola declaración de voluntad unilateral, sin que exista convenio ni acuerdo? En principio, la voluntad unilateral no es fuente de obligación. Hace falta, como mínimo, la aceptación de un tercero. 

La promesa pública de recompensa si es constitutiva de obligación jurídica. Esa promesa pública es una declaración de voluntad unilateral. Cuando alguien acepta esa promesa de recompensa, entonces nace una obligación jurídica. Pero si no hay aceptación, ¿habrá obligación jurídica? Si, al ser una promesa pública, aunque no haya aceptación por parte del beneficiario de la recompensa. La promesa pública de recompensa es revocable, pero esa revocación ha de ser también pública.  

LECCIÓN 15: EL CONTRATO EN GENERAL:
El contrato: 
Concepto y significado: 
El contrato no viene definido en el Código Civil. El contrato es fuente de obligación. También sabemos que esas obligaciones nacidas del contrato tienen fuerza de ley entre las partes. El artículo 1254 establece que el contrato existe desde que una o varias personas consienten en obligarse respecto de otra u otras para darse alguna cosa o prestarse algún servicio. 

Contrato: Acuerdo entre dos o más personas a fin de crear obligación entre ellas. Es un negocio jurídico dirigido a la creación, modificación o extinción de una relación jurídica. La relación contractual es la posición en que se han situado las partes después de ser celebrado el contrato. 

Fundamento del contrato: Es el respeto por la dignidad y la libertad de la persona. También protege a las personas que se han obligado voluntariamente. El principio de autonomía de la voluntad también fundamenta el contrato (artículo 1255), limitado por la ley, la moral (convicciones éticas o sociales) y el orden público (valores constitucionales). 

Contrato típico: El que está regulado por el Código Civil.

El artículo 1255 establece que también puede haber contratos no regulados por el Código Civil (contratos atípicos), en virtud de la autonomía de la voluntad, siempre que no sean contrarios a la ley, a la moral o al orden público. 

Respecto a la contratación en masa, en ella los términos del contrato los establece sólo una de las partes, la otra sólo acepta el contrato. Aquí queda algo restringido el principio de autonomía de la voluntad de una parte contratante. El derecho protegerá más a esa parte menos favorecida. 

Actualmente, hay un derecho especial, el derecho de la contratación, que tiene un régimen jurídico propio. 

Régimen jurídico de los contratos: En primer lugar, acudimos al contrato mismo, cuyas obligaciones tienen fuerza de ley para las partes siempre que no contradigan a una norma imperativa de la ley. Si es dispositiva, tiene prioridad lo estipulado en el contrato. En segundo lugar, se aplica el régimen civil común (artículos 1254-1314 del Código Civil). También se acudirá, en tercer lugar, a las normas especiales de ese contrato, si estuviera tipificado, o si se pareciera mucho a un contrato típico. Por último, si fuera contratación en masa (contrato único o tipo) se tendrá en cuenta el artículo 51 de la Constitución, la ley general para la defensa de los consumidores y usuarios (26/1984 de 19 de julio) y la ley 7/1998 sobre condiciones generales de la contratación (esta ley modifica parte de la anterior). 

En materia de compraventa está la ley de venta de bienes muebles a   plazos (28/1998 de 13 de julio). 

En materia de contratación está el Convenio de la ONU sobre contratos de mercadería, hecho en Viena el 11 de abril de 1980. 

Consumidores y usuarios son tanto personas físicas y jurídicas, que adquieren bienes y servicios. Sus derechos pueden ejercerlos tanto los particulares individualmente como las organizaciones de consumidores y usuarios. Las cláusulas abusivas que aparecen en esos contratos en masa se consideran nulas, aunque el consumidor hubiera firmado. La publicidad que se dé se considera incorporada al contrato, aunque no figure de modo especial en el contrato. 

Se establece también un sistema de responsabilidad objetiva por los daños y perjuicios. 

Clasificación de los contratos:

Según la causa del contrato: 

· Gratuitos: Doy porque sí, porque quiero dar. La causa de estos contratos es la liberalidad del contratante. 

· Onerosos: Doy para que des. La causa de este contrato es el intercambio de prestaciones. 
· Conmutativos: Desde el inicio ha quedado fijada la equivalencia de las prestaciones (compraventa). 
· Aleatorio: Alguna prestación será determinada posteriormente (artículo 1790). 
· Remuneratorios: Doy porque me diste. 
Según el modo de formación: 

· Contratos que se forman por la negociación de las partes. 

· Contratos de adhesión. 
Según el modo de perfeccionarse: 

· Contratos consensuales: Se perfeccionan por el consentimiento de las partes; es lo más normal (artículo 1254 en conexión con el 1258). 

· Contratos reales: Se perfeccionan por la entrega de una cosa; son excepcionales. Son el mutuo y comodato (artículo 1740), el depósito (artículo 1578) y el contrato de prenda (artículo 1863). 
· Contratos formales: Se perfeccionan sólo cuando están cumplimentados de forma exigida por la ley. Por ejemplo, el artículo 633 establece que la donación de bienes inmuebles requiere escritura pública. 
Según las obligaciones que crea un contrato:

· Contratos bilaterales: La obligación es para ambas partes contratantes. Normalmente son obligaciones recíprocas.

· Contratos unilaterales: La obligación sólo surge para una de las partes contratantes. Por ejemplo, el préstamo. 
Los requisitos del contrato: 
El artículo 1261 establece los siguientes requisitos: 

· Consentimiento de los contratantes. 

· Objeto cierto que sea materia de contrato. 

· Causa de la obligación que se establezca. 

Si falta alguno de estos requisitos, el contrato será nulo. 
Capacidad y consentimiento: 
El régimen jurídico del consentimiento aparece en los artículos 1262-1270. Las partes han de tener capacidad de obrar reconocida. No pueden prestar consentimiento los menores no emancipados ni los incapacitados. 

Un menor de edad que no tenga uso de razón: Su declaración de voluntad es absolutamente nula. Si tiene uso de razón, su consentimiento tiene algo más de validez. Será un contrato, en principio, válido, pero anulable (supuesto de anulabilidad establecido en el artículo 1301). 

Si el menor está emancipado, su capacidad de obrar es la misma que la de un mayor de edad, con excepciones enumeradas en el artículo 323. Para estos actos en que tiene limitada la capacidad de obrar, se aplica el régimen de anulabilidad. 

En cuanto a los incapacitados, se tendrá en cuenta si son incapacitados judicialmente. En ese caso, siguen el principio de los contratos anulables (nacen válidos, pero pueden ser impugnados en el plazo de 4 años por el representante legal del incapacitado). Si se trata de un loco que ha perdido totalmente el uso de razón, el contrato es nulo. 

Si el incapacitado no lo es por sentencia judicial de incapacitación, hay que discernir entre si tenía uso de razón o no. Si tiene uso de razón, el contrato es válido si la persona que contrató con él no tenía conocimiento de la incapacidad. En cambio, si el tercero puede averiguar fácilmente la incapacidad de la otra parte, el contrato será nulo. 

El consentimiento es el común sentimiento o voluntad de dos o más personas de obligarse. Tienen que estar de acuerdo en la causa y en el objeto del contrato. 

Zona interna: Voluntad interna de cada una de las partes. 

Zona externa: Voluntad exteriorizada por cada una de las partes. 

Intención común: Zona en que coinciden, una vez exteriorizadas, las voluntades de las partes. 

Vicios del consentimiento: Error, violencia, intimidación y dolo. 

El error (artículos 1265-1266): 

En estos artículos cuando se habla de nulidad, en realidad, se trata de anulabilidad o nulidad relativa. 

Error determinante de la voluntad (error vicio): Se encuentra recogido en el artículo 1266. El error sólo invalida el contrato cuando es un error determinante de la voluntad, es decir, ha sido decisivo en la motivación del contrato. El error puede recaer sobre el objeto mismo del contrato, o bien sobre la persona. El error sobre la persona sólo invalida el contrato si la consideración a esa persona ha sido el objeto principal del mismo. El error en las cuentas no es invalidante, sólo da lugar a su corrección. Los motivos internos de las partes no pueden invocarse para impugnar el negocio. 

Para que el error sea relevante, ha de haber una disconformidad entre el propósito del negocio y el resultado del mismo. 

El error también ha de caer sobre un aspecto esencial, y que se incorporó al contrato como base de ese contrato. Para ver si hay error o no, se valoraran las conductas de cada una de las partes contratantes. Esa valoración es de sentido común. 

Por parte de la persona que padece el error, a ésta se le puede exigir como mínimo para que el error sea excusable, que ha tenido que ser una persona de buena fe y se le puede exigir también la diligencia de un buen padre de familia. Si atendemos a la otra parte (la que provoca el error), hay que ver si actuó de buena fe o de mala fe. También hay que tener en cuenta si informó con diligencia a la otra parte, o si fue negligente. 

Todo esto se tendrá en cuenta incluso si el que provoca el error lo hizo de buena fe y fue diligente en informar a la otra parte. 

El artículo 1265 establece la protección jurídica de los contratos con error. 

Error obstativo: Al emitir la propia declaración de voluntad. Supone una falta de coincidencia entre lo declarado y lo realmente querido. Hay que analizar la actitud de cada una de las partes contratantes. Ha de existir buena fe y diligencia. 

Violencia e intimidación (artículos 1267 y 1268 del Código Civil): 

La violencia hace alusión a una falta de libertad física de una persona. 

La intimidación hace referencia a una coacción psíquica. 

Requisitos para anular un contrato por violencia o intimidación: 

Infundir un temor en la otra parte contratante. 

El objeto de las amenazas ha de ser ilícito. Para saber si hay intimidación ha de atenderse a la edad y condición de la persona. 

Si la violencia o intimidación ha sido provocada por un tercero esa violencia o intimidación tendrá relevancia jurídica (artículo 1268). 

La consecuencia jurídica de este vicio es la anulación del contrato en un plazo de 4 años. 

El testamento cuando hubo violencia o intimidación es nulo. 

Dolo (artículos 1269 y 1270): 

Es un engaño que induce al error del declarante, de tal manera que le mueve a contratar. Es determinante del contrato. El dolo, para dar lugar a la anulabilidad del contrato, ha de ser grave. 

El dolo incidental no da lugar a la anulabilidad, sino a una indemnización. 

Supuestos en los que no se puede invocar el dolo: 

· Cuando el dolo ha sido recíproco.

· Cuando el dolo ha sido empleado por un tercero. 

La consecuencia jurídica del dolo es la anulabilidad del contrato en el plazo de 4 años. El testamento, cuando ha sido hecho bajo el dolo, es nulo. 

La causa: 

Si no hay causa, no hay contrato. La causa es un concepto abstracto. 

La causa del contrato es la finalidad perseguida por las partes al contratar. El concepto de causa sirve para que exista un control judicial de los contratos. Cuando la causa es ilegal o ilícita o, simplemente, cuando no hay causa, el contrato es nulo. 

Concepto objetivo de causa: 

Todos los contratos tienen una causa que sea onerosa, gratuita o remuneratoria. 

La eficacia jurídica de una adquisición patrimonial puede, en ocasiones, depender de la causa en que tenga origen. Una adquisición patrimonial que tiene su origen en un contrato oneroso es, jurídicamente, más fuerte que una adquisición patrimonial que tiene su origen en un contrato gratuito.
La problemática del objeto del contrato: 

El objeto del contrato se encuentra regulado en los artículos 1271-1273 del Código Civil. El artículo 1271 establece como objeto de los contratos las cosas y los servicios. Pero hay contratos en que el objeto no se ajusta exactamente a estas definiciones. Por ejemplo, en los contratos normativos (su objeto es dar una normativa). 

El concepto de objeto del contrato, según Diez-Picazo, es aquella realidad social que queda modificada por el contrato. Según Beti es la regulación de los intereses de las partes. 

Requisitos objetivos del contrato: Son los requisitos mínimos para poder hablar de objeto en un contrato: 

· Posibilidad del objeto: El objeto ha de ser posible, y de lo contrario el contrato es nulo (artículo 1272). La imposibilidad será originaria. El artículo 1460 habla de la imposibilidad del objeto en la compraventa. 

Si la imposibilidad fuera parcial, el contrato no es nulo. Puede optarse entre desistir del contrato o bien exigir la entrega de la parte del objeto que sea posible a cambio de una reducción en la prestación que le corresponde hacer a la parte contratante. 

Puede tratarse de una imposibilidad relativa (se refiere a una sola persona, a quien se comprometió), en vez de absoluta (es imposible para todo el mundo). En estos casos no puede alegarse la imposibilidad del objeto, y no se puede invocar la nulidad del contrato. La parte contratante tendrá que indemnizar por daños y perjuicios por no haber medido antes sus capacidades. 

El Código Civil admite que el objeto del contrato sea una cosa futura. Por ejemplo, en la permuta o cambio de un solar por pisos a edificar en ese solar. 

· El objeto del contrato han de ser cosas que estén dentro del comercio de los hombres. De lo contrario, el objeto será ilícito, con lo que habrá nulidad absoluta del contrato. 

“Res extra commercium” (fuera del comercio de los hombres):

· Bienes de dominio público (artículo 339).

· Cosas comunes a todos y que son inaprehensibles y quedan fuera del ámbito de poder del individuo. 

· Bienes de la personalidad que son inalienables y no se puede disponer de ellos (estado civil, un órgano). 

Otro supuesto es el de cosas cuyo comercio está prohibido en determinadas circunstancias (las drogas). Esos contratos no serían nulos, porque tienen objeto. Habría que analizar si la causa es lícita o ilícita. Puede ser un contrato prohibido al tener causa ilícita (contrabando). 

· El objeto ha de ser determinado en el momento de perfeccionarse el contrato, o bien determinable en un momento posterior, siempre que esa determinación posterior no requiera un nuevo acuerdo. 

El artículo 1177 establece que si no se dice nada acerca de la calidad, se entregará una cosa de calidad media. 

La determinación de la cosa puede dejarse en manos de un tercero, que podrá juzgar según la equidad o según su leal saber y entender. El tercero tiene que estar determinado. Si este tercero se niega a determinar el objeto de la obligación o le es imposible, se trataría de un contrato nulo, y el juez no puede arbitrar ahí. Si las partes no están de acuerdo con el arbitrio del tercero, habrá que realizar un nuevo contrato.
Forma del contrato:
Concepto y aceptaciones de la idea de forma en los contratos: 
Forma en sentido general: Modo de manifestación de la voluntad. Esta forma la tienen todos los contratos. 

Forma en sentido estricto: Es una forma determinada que se exige para la validez de un contrato determinado. 

La significación del formalismo en los contratos: Orientaciones actuales: 

¿Por qué se exige una determinada forma en un contrato determinado?

Porque el formalismo tiene una serie de ventajas. 

· Para aquellos contratos en los que las partes se obligan con importantes consecuencias. 

· Contribuye a dar una certeza en relación con el contenido del contrato. 

El principio espiritualista como principio rector del formalismo contractual: 
En nuestro ordenamiento jurídico rige el principio de libertad de forma (artículo 1258). En general, el legislador no impone una forma para el contrato, pero si potencia, en muchas ocasiones, una determinada forma, sobretodo, para bienes inmuebles. 
El contrato formal en el derecho español:

El contrato formal es aquel que exige como requisito de validez del contrato una forma, además del consentimiento, del objeto y de la causa. 

Contratos que necesitan de una forma determinada para su validez:

· Donación de bienes inmuebles (artículo 633). 

· Capitulaciones matrimoniales (artículo 1327). 

· Contrato de sociedad al que se aportan bienes inmuebles (artículo 1667). 

· La constitución de hipoteca. 

· La constitución de un edificio en régimen de propiedad horizontal. 
El alcance de la exigencia formal del artículo 1280 del Código Civil: 
Hay contratos en los que no se exige como requisito de validez la forma, pero las partes tienen la facultad de exigir de la otra que se cumplimente con escritura pública. Restringe la libertad de forma. Estos contratos están recogidos, en parte, en el artículo 1280. 

El artículo 1279 cuestiona el alcance del artículo 1280. Este artículo habla de contratos válidos cuando reúne los tres elementos (consentimiento, objeto y causa), pero otorga a las partes la facultad de exigir escritura pública. 
El documento como presupuesto necesario para la oponibilidad frente a terceros: 
Para oponer un contrato frente a un tercero es necesario documento público (artículos 1280.2 y 1280.5).

Hablamos de una eficacia indirecta que determina que una de las partes puede oponer una pretensión frente a terceros, exigiendo el documento público. 

TEMA 3: SUJETOS DE LA RELACIÓN OBLIGATORIA:
Las partes de la relación obligatoria y el fenómeno de la pluralidad de personas: 
Entre las partes se ha creado un vínculo jurídico. Como mínimo ha de haber dos sujetos: El acreedor (legitimado activamente) y el deudor (legitimado pasivamente). 

Puede existir una pluralidad de acreedores frente al deudor o una pluralidad de deudores frente al acreedor. En todo caso, sigue habiendo dos partes en la relación obligatoria (deudor – acreedor). Para ser parte se requiere capacidad jurídica. Puede tratarse de una persona física o jurídica. 

Fenómeno de la pluralidad de sujetos previsto en los artículos 1137 a 1151 del Código Civil: Se distingue entre obligaciones solidarias (artículo 1137) y obligaciones mancomunadas (en sentido general). Dentro de las obligaciones mancomunadas se puede distinguir entre obligaciones parciarias (artículo 1138) y obligaciones mancomunadas en sentido estricto (artículo 1139).

Las obligaciones son, en principio, mancomunadas, salvo que se pacte que sea solidaria. La concurrencia de dos o más acreedores o deudores no implica que cada uno de los acreedores tenga derecho a pedir o cada uno de los deudores tenga el deber de pagar la deuda. Por tanto, no se presume la solidaridad. Principio de no presunción de la solidaridad. 

El crédito o la deuda se presumirá dividido en tantas partes como sujetos haya en la relación obligatoria. Si la obligación es indivisible, el       artículo 1139 establece que si la división es imposible, se presumirá la mancomunidad en sentido estricto. 
Obligaciones parciarias: 
Si la división es posible, se presume la parciariedad. Si la división es imposible, se presume la mancomunidad en sentido estricto. 

La obligación es divisible cuando su satisfacción puede realizarse por partes. Por ejemplo, las obligaciones pecuniarias. La obligación es indivisible cuando su satisfacción no puede realizarse por partes. Por ejemplo, cuando la obligación se trata de entregar un coche. 

La obligación parciaria ha de ser una obligación divisible. Se presumirá la parciariedad. Las partes en que queda dividida la obligación son las mismas que sujetos hay en la obligación. Son partes iguales y tantas como deudores haya (si hay pluralidad de deudores) o acreedores (si hay pluralidad de acreedores). Las obligaciones parciarias que surgen son independientes unas de otras. Siempre cabrán pactos en contrario. 

Obligaciones mancomunadas: 

Las obligaciones mancomunadas en sentido estricto están reguladas en el artículo 1139. Las obligaciones están en mano común, no hay independencia entre las obligaciones. No se presume solidaridad y la división de la obligación es imposible. Hay que distinguir entre mancomunidad activa (pluralidad de acreedores) y pasiva (varios deudores). 

En la mancomunidad activa, existe una cotitularidad de un derecho de crédito. Por ello, los acreedores son cotitulares del derecho de crédito. Sólo perjudicará al derecho de los acreedores los actos colectivos de éstos, no una actitud aislada de uno de los acreedores. 

En la mancomunidad pasiva existen varios deudores, es una obligación indivisible y no hay solidaridad ni parciariedad. Sólo podrá hacerse efectiva la deuda procediendo contra todos los deudores. No puede exigirse el cumplimiento procediendo contra un sólo deudor. Es un litisconsorcio pasivo necesario. Todos los deudores deben presentarse simultáneamente para cumplir la deuda. 

Artículo 1150: Si la obligación indivisible mancomunada se incumple procederá la indemnización por daños y perjuicios. La obligación mancomunada se transforma en una obligación pecuniaria, por lo tanto, es una obligación divisible. 

Contrato de depósitos: Contrato real con entrega de una cosa y nace para el depositario la obligación de remitir la cosa. Si es una obligación divisible se impone el régimen de parciariedad. Si la obligación es indivisible se aplica la mancomunidad. Deben de ir los dos acreedores juntos a pedir el cobro de crédito. 
Obligaciones solidarias: 

Artículo 1137: Principio de no presunción de la solidaridad. Este principio opera en el campo de las obligaciones contractuales. 

La solidaridad puede ser activa o pasiva. Hay una relación de la solidaridad con la existencia de un plazo a favor de un deudor y no de los demás (artículo 1140).

Créditos solidarios: Son situaciones en las que existe una pluralidad de acreedores que pueden ejercitar el derecho de crédito frente al deudor. 

Cualquiera de los acreedores está legitimado para pedir al deudor el pago completo de la deuda. En el momento en que uno de los acreedores reclama judicialmente al deudor, éste sólo puede pagar al acreedor que le ha reclamado judicialmente y sólo queda liberado de la obligación si paga a dicho acreedor. Mientras que no haya reclamación judicial el deudor puede elegir al acreedor que quiera pagar la deuda (artículo 1142). Cada uno de los acreedores puede hacer actos conservatorios del título de crédito. 

Por el acto perjudicial realizado por uno de los acreedores tiene eficacia en el derecho de crédito y repercute en los demás acreedores. Los demás acreedores pueden pedir al otro acreedor la parte que les toca del derecho de crédito (artículos 1141 y 1143). 
Deuda solidaria: 

Hay una pluralidad de deudores. El acreedor puede elegir a cualquier deudor para realizar el cobro entero de la deuda. Cualquiera de los deudores es deudor por entero frente al acreedor en la relación externa. En la relación interna la deuda aparece dividida entre los deudores y se presume que la responsabilidad de cada deudor es proporcional. El pago efectuado por cualquiera de los deudores produce la extinción de la deuda y también quedan liberados los demás deudores. En estas situaciones el acreedor puede dirigirse frente a todos los deudores simultáneamente. Ninguno de los deudores queda liberado hasta que el interés del acreedor haya sido totalmente satisfecho (artículo 1144).
Artículo 1148: Si el deudor que paga no opone frente al acreedor las excepciones inherentes a la obligación, el pago está válidamente efectuado, pero este repercutirá en la relación interna. El deudor tiene la acción de reembolso para exigir del resto de deudores el reembolso de la cantidad que les corresponde en esa deuda. En principio son partes iguales, salvo que se indique otra cosa. Los deudores demandados podrán hacer valer las excepciones que el deudor que pagó no utilizó, pudiendo haberlas utilizado, siempre que sean excepciones nacidas de la obligación misma (artículo 1143). 

En la relación externa, el pago de la deuda por uno de los deudores extingue la deuda. La relación interna es la que existe entre los codeudores. Desde el momento en que uno de los deudores ha pagado se le reconoce acciones de reembolso frente a los codeudores (artículo 1145).
Condonación de la deuda: 

El acreedor puede perdonar toda la deuda, con lo que queda extinguida la obligación si su declaración de voluntad la dirige frente a los deudores. También puede pasar que el acreedor perdone a un deudor de pagar su parte. Si el acreedor se dirige a otro deudor sin que éste supiera que el otro deudor había sido perdonado, podrá exigir esa parte al deudor condonado mediante una acción de reembolso (artículos 1143 y 1146).

Si el cumplimiento de la obligación se hace imposible por culpa de uno de los codeudores, el Código Civil establece el principio de comunicación de la culpa. Todos los deudores deberán responder por daños y perjuicios. 

Eficacia y extensión de la cosa juzgada: En los casos de solidaridad puede ocurrir que el litigio esté entre uno sólo de los deudores y uno sólo de los acreedores. Una vez que la sentencia sea firme, produce el efecto de cosa juzgada para litigar en que sea efecto la misma cosa juzgada u objeto de litigio ante un acreedor distinto. 
Divisibilidad e indivisibilidad de las obligaciones: 
Cuando una obligación es divisible, el cumplimiento de la misma es posible por partes. 

Cuando la obligación es indivisible, el cumplimiento de la obligación se ha de hacer de una sola vez. 

El Código Civil (artículo 1151) distingue entre obligaciones de dar, de hacer y de no hacer. Puede pactarse la indivisibilidad de la prestación nacida de la voluntad de las partes. 

TEMA 4: EL OBJETO DE LA RELACIÓN OBLIGATORIA: 

Obligaciones de dar, de hacer y de no hacer: 

La siguiente clasificación se hace en función de cual es la prestación. Esta clasificación está recogida en el artículo 1088: 

· Obligaciones de dar: Son aquellas obligaciones en que la prestación consiste en dar una cosa. El deudor cumple con su obligación cuando da la cosa con sus frutos y accesorios desde el momento en que nace la obligación de entregar (artículos 1095 y 1097). También se exige al deudor que sea diligente en la conservación de la cosa. Se establece una diligencia media que consiste en la conservación de la cosa con la diligencia propia de un buen padre de familia (artículo 1094). 

· Obligaciones de hacer: Imponen al deudor el desarrollo de una actividad determinada. Dentro de estas obligaciones se pueden distinguir:

· Obligaciones de hacer personalísimas o infungibles: Cuando al acreedor le interesa que la acción la desarrolle una persona concreta. 

· Obligaciones de hacer no personalísimas o fungibles: Da igual la persona que haga la prestación. 

· Obligaciones de no hacer: En estas obligaciones el objeto de la prestación se define en sentido negativo; la prestación consiste en la omisión de un comportamiento. 

Obligaciones de actividad y obligaciones de resultado:

Son obligaciones de hacer las dos. 

· Obligaciones de actividad: También se llaman obligaciones de medios. El deudor queda liberado por la realización de la actividad que se concreta en la obligación con independencia del resultado que se alcance. 

· Obligaciones de resultado: Son obligaciones de hacer en las que el deudor está obligado a realizar una actividad concreta y a conseguir un resultado determinado. 

Hay veces que existe duda entre si se está ante una obligación de actividad o una obligación de resultado. Para resolver esta duda se valorará si está en manos del deudor la consecución del resultado perseguido. Si está en manos del deudor la consecución del resultado perseguido se tratará de una obligación de resultado y si no está en manos del deudor se tratará de una obligación de actividad. 

Las obligaciones genéricas:

Son obligaciones de dar. Son aquellas en las que el objeto de la prestación se encuentra definido por su pertenencia a un genero determinado. 

Las obligaciones específicas son aquellas obligaciones de dar una cosa determinada. 

Consecuencias: 

En relación al cumplimiento: Si la obligación es genérica se cumplirá la obligación con la entrega al acreedor de cualquier cosa del género y la cantidad convenida. Si la obligación es específica el deudor sólo cumple cuando entrega la cosa determinada en la obligación. 

Las obligaciones genéricas son susceptibles de ejecución forzosa a costa del deudor para beneficio del acreedor. 

En los supuestos de duda en la calidad de la cosa el Código Civil establece que en una obligación genérica de dar una cosa la calidad de ésta es la calidad media si no se dice nada en la obligación. 

Se aplica el principio romano de que el género no perece nunca. En las obligaciones genéricas no se admite la imposibilidad sobrevenida. Sin embargo, en las obligaciones específicas si que se admite. 

La especificación o concentración es una transformación que tiene lugar entre la obligación genérica y la obligación específica. Esto tiene una consecuencia: Desaparece el principio de que el género no perece nunca. 

Para saber quién puede hacer la especificación hay varios criterios: 

· En primer lugar, se tendrá en cuenta lo que han dicho las partes.

· En segundo lugar, se tendrá en cuenta los usos negociales (artículo 1258).

· En tercer lugar, se aplica el principio que favorece al deudor, para que éste especifique la cosa para cumplir con la obligación. El acreedor tiene derecho a controlar a “posteriori” ese acto de especificación. Puede oponerse a que se le entregue una cosa porque no se adecue a lo convenido. 

· También, la especificación, respetando la voluntad de las partes, podrá ser realizada por un tercero (artículo 1690).

Las obligaciones alternativas: 

Están reguladas, expresamente, en el Código Civil (artículos 1131-1136). 

Son aquellas que en el momento de nacer la obligación han sido previstas diversas prestaciones posibles, de manera disyuntiva, de manera que el deudor cumplirá, finalmente, cuando cumpla una de esas prestaciones. Hay obligación desde que se proyectan las diversas prestaciones. 

La elección de una prestación es un poder de transformación de una obligación alternativa en una obligación simple. Esa nueva obligación simple tiene un único objeto, que es la prestación elegida. La facultad       de elección corresponde al deudor salvo que se disponga otra                      cosa (artículos 1132 y 1136).

Funcionamiento de la elección: El deudor en el momento que realiza la elección ha de notificarlo al acreedor, y éste ha de aceptar esa elección. Esa aceptación puede ser tácita. Es válida cualquier forma de notificación.

Efectos que se derivan de la elección: El deudor no puede optar por ninguna de las otras prestaciones establecidas al inicio de la obligación, ni el acreedor puede exigir al deudor una prestación distinta de la elegida por el deudor. El acto es irrevocable. 

Límites a la elección: El Código Civil dice que no puede elegir el deudor una prestación cuyo objeto sea ilícito o una prestación que sea imposible (artículo 1132.2). El deudor no puede elegir la realización parcial de varias prestaciones. El artículo 1112 establece que es posible transmitir la obligación. Esa transmisión se hace con todas las facultades inherentes a la obligación. 

Tratamiento de la imposibilidad sobrevenida de la realización de una prestación de una obligación alternativa: 

· Cuando el que tiene la facultad de elección es el deudor: 

· Artículo 1134: En todo caso el deudor pierde su derecho a elegir la prestación a realizar si solamente una de ellas fuera realizable, sin que importe la causa. 

· Cuando por culpa del deudor alguna de las prestaciones es imposible, el deudor tiene que elegir entre las posibles y cumplir con alguna de ellas. 

· Cuando por culpa del deudor todas las prestaciones son imposibles, el deudor tiene la obligación de una indemnización por el valor de la última prestación que se hizo imposible. 

· Cuando el que tiene la facultad de elección es el acreedor (artículo 1136):

· Si alguna prestación se hace imposible por caso fortuito, deberá elegir entre las que aún sean realizables. 

· Si media culpa del deudor y por ello no puede realizar alguna prestación, el acreedor puede elegir entre cualquiera del resto de prestaciones o el valor de la prestación que se imposibilitó por culpa del deudor. 

Todo esto se aplica en las obligaciones de dar, de hacer y de no hacer. 

Las relaciones obligatorias sinalagmáticas:

El Código Civil habla de obligaciones recíprocas. Son aquellas que contienen a su vez dos obligaciones que son recíprocas, unidas por un nexo al que llamamos sinalagma. 

Ambas partes son titulares a la vez de un derecho de crédito y también están obligadas ambas partes a satisfacer una deuda. Ambos derechos de crédito y ambas deudas nacen de un mismo contrato. Se trata siempre de obligaciones principales. Son obligaciones interdependientes. 

Consecuencias derivadas de la interdependencia en una relación obligatoria sinalagmática:  

· La primera consecuencia es en relación a la mora. El artículo 1100 establece que en las obligaciones recíprocas ninguno de los obligados incurre en mora si el otro no cumple o no se allana a cumplir debidamente lo que le incumbe. Desde que uno de los obligados cumple su obligación, empieza la mora para el otro. 

· La segunda consecuencia está prevista en el artículo 1124 y consiste en el reconocimiento que hace el legislador de una facultad de resolver una obligación por el incumplimiento de la otra parte. 

· Cualquiera de las partes en una relación recíproca puede oponer, frente a una reclamación de cumplimiento de la otra parte, una excepción de incumplimiento, en el caso de que la parte que exija el cumplimiento no haya cumplido. 

Relaciones entre contratos onerosos y una relación obligatoria sinalagmática: 

Toda obligación sinalagmática está contenida en un contrato oneroso, pero no todo contrato oneroso contiene una relación obligatoria sinalagmática. En un contrato oneroso hay atribuciones patrimoniales mutuas. El sinalagma se refiere más a la dinámica interna de la relación obligatoria. 

En una obligación sinalagmática las prestaciones no tienen que estar equilibradas, sino que tiene que existir un contravalor. 

El sinalagma es un nexo de interdependencia que existe entre ambas prestaciones y cumple dos funciones:

· Sinalagma genético: Cada una de las prestaciones está justificada en la otra prestación que ha nacido a su favor. 

· Sinalagma funcional: Ambas prestaciones funcionan a la par, de manera que deben cumplirse simultáneamente. Hay una excepción que es la compraventa al fiado. 

Los títulos de crédito: 

Un título de crédito es un documento que consiste en un escrito que anuncia la existencia de un derecho subjetivo o la existencia de una obligación. 

El título de crédito es un documento que tiene una característica propia y exclusiva. Esa característica es que el derecho queda incorporado al documento. Solamente puede ejercitar el derecho la persona que presenta ese documento. Existe una conexión permanente entre el documento y el derecho subjetivo. 

Características de los títulos de crédito: 

· El documento cumple una función de legitimación del título de crédito. La legitimación es la idoneidad para el ejercicio del derecho reconocido en el documento, de manera que el deudor no queda liberado si paga a una persona distinta de la que tiene el documento y la persona que tiene el documento es la que está legitimada para el ejercicio del derecho. 

Hay títulos de crédito nominativos, en los que en el propio documento aparece el nombre del deudor y el del tomador del documento, es decir, el acreedor. También deben aparecer los nombres de los sucesivos tenedores posteriores del título. También hay títulos al portador, donde aparece el nombre del deudor pero no se pide el nombre del acreedor. 

La muestra del documento es el único medio para recibir la prestación. El deudor paga a cambio de la entrega del documento. 

· La liberalidad de los títulos de crédito, que significa que el derecho subjetivo queda comprendido, exclusivamente, por lo que se diga en el documento. 

· La autonomía de los títulos de crédito: Esto supone que al poseedor de un título de crédito no le son oponibles aquellas excepciones que tuviera el deudor frente a antiguos poseedores del documento. 

Clasificación de los títulos de crédito: 

En cuanto al emisor:

· Títulos de crédito públicos: Son los emitidos por personas jurídicas públicas, como el Estado. 

· Títulos de crédito privados: Son los emitidos por un particular. 

La emisión es un acto jurídico que consiste en un documento privado, firmado y fechado por el emitente. Por medio de este acto nace el derecho subjetivo. Desde ese momento es irrevocable.

Las obligaciones pecuniarias: 

El dinero cumple una función de medio de intercambio. El dinero funciona como unidad de medida del valor económico de distintos bienes y servicios. 

Las obligaciones pecuniarias son obligaciones de dar, en las que el objeto de la prestación es una cantidad de dinero. El dinero es un bien mueble, es un bien fungible. El dinero es aquella cosa material que la normativa estatal conceptúa como dinero y establece su valor. Este dinero debe estar en curso legal dentro del país en el que vayamos a realizar el pago. Se distinguen distintos tipos de curso: 

· Curso legal: Aquella moneda que es admitida por el Estado como medio de pago. 

· Curso forzoso: Es aquel dinero que, necesariamente, ha sido admitido por el Estado como medio de pago. 

· Curso fiduciario: Es aquel documento que sirve como medio de pago por razón de la confianza. 

Clases de deuda de dinero: 

· Deuda de suma: Es aquella en la que una persona se obliga a entregar a otra una cantidad de dinero. En ocasiones, se puede especificar la especie monetaria en la que se ha de realizar el pago. Esta deuda se llama deuda en especie monetaria. 

· Deuda de valor: En esta deuda la obligación pecuniaria queda determinada haciendo referencia al valor que tenga una cosa determinada. Estas deudas son obligaciones en las que el objeto queda indeterminado, pero aparecen los criterios para determinar en el futuro el objeto de esa obligación pecuniaria.

Riesgo de la devaluación de la moneda: 

Siempre que existe una obligación pecuniaria el acreedor corre el riesgo de la devaluación de la moneda y el deudor corre el riesgo de incremento del poder adquisitivo de la moneda. En estos casos, entre el valor nominal de la deuda y el valor real puede haber una diferencia. Se pueden establecer cláusulas de estabilización para no correr esos riesgos. 

En nuestro sistema rige el principio de nominalismo. Para evitar este principio tienen que introducir cláusulas de estabilización, por las cuales las partes acuerdan que el día del pago de la deuda harán una actualización del valor de la misma. También pueden pactar la obligación como una deuda de valor. 

En el caso de incumplimiento de la obligación pecuniaria nace la mora y comienza a devengar el interés legal (artículo 1108). 

Si el pago de la deuda se acuerda hacerlo en moneda extranjera se aplicará el artículo 1170 del Código Civil. Este artículo establece que si no se puede hacer en la moneda pactada se hará el pago en otra moneda que esté en curso legal en España. 

Obligaciones de intereses: 

Si el deudor se demora en entregar al acreedor la suma de dinero que se ha obligado a pagar, deberá pagar un precio adicional por haber estado disfrutando del dinero. Esta cantidad adicional son los intereses o productos del capital (artículos 354 y 355).

Esta obligación de pagar intereses es una obligación pecuniaria, con la particularidad de que tiene carácter accesorio; la obligación principal es la entrega de la cantidad de capital. 

Consecuencias: Cuando se extingue la obligación principal, también se extingue la obligación de intereses. 

Artículo 1173: Si la deuda produce intereses, éstos deberán estar cubiertos para que la obligación de capital empiece a satisfacerse. 

Se entiende que la misma garantía que responde del cumplimiento de la obligación de capital se extiende a la obligación de intereses. 

Si se traslada a otra persona el derecho de crédito, también tendrá derecho a recibir los intereses devengados. La transmisión de la obligación de capital conlleva la transmisión de la obligación de interés, salvo que las partes pacten en contrario. 

Existen dos clases de intereses: 

· Intereses legales: Aquellos devengados (nacidos) por las obligaciones que han nacido por la ley (Ley de 29 de junio de 1984).

· Intereses convencionales: Aquellos fijados por convenio de las partes para las obligaciones que han nacido entre ellos. Las partes tienen libertad para pactarlos, pero tienen límites fijados en la Ley de usura de 23 de junio de 1908. 

Cuando las partes han pactado que es una obligación de capital no se van a devengar intereses, se aplicara el interés legal (artículo 1108), salvo que las partes expresen su deseo de que no se aplique ningún interés. 

El Código Civil fija un plazo de 5 años para exigir las deudas de intereses (artículo 1966.3).

Concepto de anatocismo: Se produce cuando los intereses devengados se unan a la obligación de capital para seguir devengando intereses. El tanto por ciento se aplicará no sólo a la obligación de capital, sino a la suma de la obligación de capital más los intereses acumulados. Es más gravoso para el deudor. Se aplican los límites de la Ley de usura. 

Anatocismo legal (artículo 1109): Desde que la deuda ha sido judicialmente exigida, los intereses vencidos devengan en interés legal, mientras la deuda no haya sido pagada. Los intereses devengados se van acumulando y sobre ellos se aplica el interés legal. 

TEMA 5: LAS CIRCUNSTANCIAS DE LA RELACIÓN OBLIGATORIA:

El tiempo de la relación obligatoria: 

Término inicial y término final:  

El tiempo en una relación obligatoria, como regla general, no es del todo esencial. Se admite el cumplimiento en tiempo tardío. La compraventa es de cumplimiento instantáneo. También puede haber un cumplimiento reiterado a lo largo de un tiempo (arrendamiento). 

Término inicial: El tiempo, además de indicar el tiempo de vida de la relación obligatoria, también puede fijar el momento a partir del cual va a tener eficacia la relación obligatoria. El término inicial es el momento a partir del cual se puede exigir el cumplimiento de la obligación. 

Término final: Es el momento acordado por las partes a partir del cual cesa la eficacia de la obligación. El término final puede ser expresamente pactado o se puede deducir de las circunstancias de una relación obligatoria o por los usos del mercado. Puede darse una prorroga de forma expresa o tácita. 

Interés en el tiempo de cumplimiento y el plazo como beneficio: 

El plazo se ha establecido en beneficio del deudor cuando el acreedor no puede exigir el cumplimiento hasta que haya transcurrido ese período de tiempo, sin embargo, el deudor puede cumplir en cualquier momento. 

Cuando el plazo se ha establecido en beneficio del acreedor, éste puede exigir el cumplimiento de las prestaciones en cualquier momento, sin embargo, el deudor no puede compeler al acreedor a recibir la prestación hasta que haya transcurrido el plazo. 

Cuando el plazo está previsto a favor de ambos, ambos tienen limitadas sus posibilidades. Ni el acreedor puede exigir el cumplimiento antes ni el deudor puede obligar al acreedor a recibir la prestación antes del plazo. 

El Código Civil presume que cuando se ha establecido un plazo, éste        se ha fijado en beneficio de ambos, siempre que no se pacte lo                 contrario (artículo 1127).

El legislador ha establecido que cuando la determinación del plazo ha quedado en manos del deudor expresamente o supuestamente, si el deudor no es dirigente para establecer el plazo se puede acudir a la autoridad judicial y sea el juez el que determine el plazo (artículo 1128).

Vencimiento anticipado de una relación obligatoria o de una deuda: 

Se ha previsto un plazo para cumplir la obligación al final del cual se puede pedir el cumplimiento de la obligación, pero hay una serie de circunstancias que adelantan ese momento. El vencimiento anticipado se puede dar por varias circunstancias: Por haberse perdido la confianza en el deudor; razonablemente se piense que el derecho de crédito corre un riesgo (artículo 1129). Se pierde el plazo en beneficio del deudor. Otra causa de vencimiento anticipado es que no se den las garantías suficientes al acreedor. 

El término esencial: 

El cumplimiento tardío conlleva la mora, pero se acepta como cumplimiento. Sin embargo, cuando se ha pactado un término como esencial para la obligación ya no es aceptable un cumplimiento tardío, porque sería un incumplimiento. 

Cuando tiene carácter absoluto se produce la resolución automática por incumplimiento. La doctrina discute esto. 

El lugar de la relación obligatoria: 

Determinar el lugar de la relación obligatoria es importante por lo siguiente: 

· En primer lugar, para determinar el derecho aplicable, para determinar el derecho interegional, para determinar la aplicación del derecho consuetudinario. 

· En segundo lugar, para determinar la jurisdicción competente. 

· En tercer lugar, para determinar el lugar de ejecución de la obligación. 

El lugar de la constitución: 

El lugar de la constitución o de ejecución es el lugar donde nace la obligación. Se distingue entre obligaciones nacidas por contrato y las demás obligaciones. El lugar de ejecución en las obligaciones nacidas por contrato es el lugar donde se ha celebrado el contrato (artículo 1262.2). En las demás obligaciones se toma como referencia el lugar de cumplimiento de la obligación. Si la obligación nació de responsabilidad civil extracontractual suele entenderse que el lugar de la obligación es el lugar donde se produjo el daño. 

El lugar del cumplimiento: 

El lugar de cumplimiento se considera como esencial en la relación obligatoria. Para que el cumplimiento sea exacto debe hacerse en el lugar acordado para ello. Si el deudor quiere cumplir en otro lugar distinto el acreedor puede rehusar la prestación. 

Criterios para determinar el lugar de cumplimiento (artículo 1171): 

· En primer lugar, hay que atender a la voluntad expresada por las partes contratantes, es decir, a lo pactado. 

· En segundo lugar, si no se ha expresado y pactado de entregar una cosa determinada, deberá hacerse el pago donde ésta existía en el momento de constituirse la obligación. 

· En última instancia, si no hay nada pactado se cumplirá la obligación en el domicilio del deudor. 

Si las partes no han dicho nada y hay un uso negocial se atenderá al uso negocial. 

En las relaciones sinalagmáticas (artículo 1500) se cumplirá con la obligación en el tiempo y lugar fijados por el contrato. Si no se hubiera fijado, deberá hacerse el pago en el tiempo y lugar en que se haga la entrega de la cosa vendida.

En la responsabilidad civil extracontractual se producirá el cumplimiento de la obligación en el lugar donde se haya producido el daño. 

La relación  obligatoria condicional:

Las relaciones obligatorias condicionales están previstas en los       artículos 1113 y siguientes. Hay dos tipos de obligaciones: 

· Obligación pura: Su eficacia no depende de que ocurra un acontecimiento futuro o incierto. 

· Obligación condicional: Su eficacia depende de un determinado evento o acontecimiento. Existe una cierta incertidumbre en relación con la eficacia de estas obligaciones.  

Existen dos supuestos de condición: 

· Condición suspensiva: Se suspenden los efectos de esa obligación hasta que tenga lugar un acontecimiento futuro o incierto, o bien si, siendo pasado, no se sabe si tuvo lugar o no. 

· Condición resolutoria: La obligación despliega efectos desde que nace y cesan sus efectos en el momento en que tenga lugar un acontecimiento futuro o incierto. 

El precio también puede estar sometido a condición. 

La condición suspensiva:

Existe una fase intermedia o situación jurídica de pendencia. Los efectos de la obligación dependen de que tenga lugar ese acontecimiento. En esa situación jurídica de pendencia, el acreedor no tiene derechos que exigir, tan sólo tiene expectativa de derechos, pero tiene protección, el acreedor puede realizar actos conservatorios de su derecho (solicitar el depósito judicial de la cosa que se le entregará, hacer una anotación en el régimen de propiedad donde conste su posible derecho, etc.).

Ante el consumo o quiebra del deudor, el acreedor es tenido en cuenta y se van a proteger sus expectativas considerándosele un acreedor más. 

Posición del deudor en la fase intermedia: Se le exige que sea diligente en la conservación de la cosa objeto de la prestación, para evitar que se deteriore. Si se deteriora la cosa el deudor va a tener que indemnizar por daños causados (artículos 1122.2 y 1122.4).

Cumplimiento de la prestación que tiene lugar antes de que se cumpla la condición: 

El acreedor no está legitimado para exigir cumplimiento antes de que se dé la condición. Si el acreedor se anticipa, el deudor puede reservar el ejercicio de la acción del acreedor oponiendo la excepción de falta de cumplimiento de la condición. Pero el deudor puede ser que no se oponga y que pague. En esos supuestos, puede ser que el deudor pagó por error o que el deudor pagó voluntariamente y conscientemente. En el primer supuesto, puede el deudor reclamar por pago de lo indebido. En el segundo supuesto, puede entenderse que la condición suspensiva se ha transformado en condición resolutoria (si el acontecimiento tiene lugar, cesan los efectos derivados de la obligación). 

Duración de la situación intermedia o de pendencia: 

Esta situación está regulada en los artículos 1117, 1118 y 1119. Esta situación queda determinada por: 

· El momento en que se cumpla la obligación. 

· El momento acordado por las partes como momento final de la fase de incertidumbre. 

· El hecho de que la prestación se haga imposible sin culpa del deudor ni del acreedor (imposibilidad sobrevenida).

· El hecho de que esté claro que el acontecimiento no vaya a tener lugar.

La condición se tiene por cumplida cuando la prestación se hace imposible por culpa del deudor. 

La eficacia de la condición suspensiva es retroactiva, una vez producida. Esta eficacia retroactiva no se aplica a los frutos de la cosa ni a los intereses. 

La condición resolutoria: 

Está prevista en los artículos 1114 y 1113. Cuando ese evento tiene lugar, entonces tiene lugar la resolución de la obligación, que supone la restitución de las prestaciones que hubieran tenido lugar, cuando esto sea posible. Si la restitución no es posible, hay una liquidación de esa situación jurídica sin más, con lo que se resuelve la obligación. 

TEMA 6: EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN:

Los medios solutorios: 

Clases:

Cuando tiene lugar una relación obligatoria:

· Puede haberse cumplido el objetivo o prestación que se tenía proyectado (cumplimiento).

· Puede que no se haya alcanzado ese objetivo (incumplimiento).

La obligación alcanza el resultado previsto, es decir, existe cumplimiento cuando se dan tres coordenadas: 

· Ejecución de la prestación. 

· El deudor ha quedado liberado. 

· El interés del acreedor ha sido satisfecho.

Los medios solutorios son aquellos actos de las partes que hacen que se cumpla el fin de la obligación y hacen que haya cumplimiento. El medio solutorio por excelencia es el pago. Hay otros medios solutorios como la compensación, la dación en pago, la cesión de bienes y la consignación. Estos son medios solutorios en los que no se realiza lo que inicialmente se había previsto, pero alcanzan los mismos resultados que alcanzaría el pago. En defecto de estos medios solutorios, estaríamos ante una situación de conflicto. La “solutio” significa la liberación del deudor frente al acreedor. 

El pago o cumplimiento como medio solutorio primario:

El pago consiste en la realización exacta de la prestación tal y como había sido prevista inicialmente. Se identifica el pago con el cumplimiento. El pago produce la liberación del deudor frente al acreedor. El pago también produce la satisfacción del interés del acreedor. 

Artículo 1156: Las obligaciones se extinguen por el pago o cumplimiento. Este artículo establece un efecto general del pago. 

La extinción de la relación obligatoria no siempre requiere cumplimiento. Cuando se ejecuta la prestación se produce el efecto de extinción de la relación obligatoria. 

Requisitos para el pago:

· Requisitos de carácter subjetivo: 

Las personas legitimadas para ejercitar y recibir el pago son el deudor y el acreedor respectivamente. 

El “solvens” es la persona que efectúa el pago. El “solvens” puede ser tanto el deudor como un tercero. La persona del “solvens” debe tener capacidad de obrar suficiente como para realizar ese acto (el pago) y que tenga la libre disposición de los bienes que son objeto de entrega (artículo 1160). El “solvens” no puede ser un incapacitado, ya que si lo es el pago será ineficaz, excepto cuando el acreedor es de buena fe y, además, había gastado aquello que se le entregó. 

El pago por tercero: 

El pago hecho por un tercero está regulado en los artículos 1158 y 1159. Cualquier tercero, tenga o no interés en la obligación, puede realizar el pago. Por parte del acreedor no puede impedir que se realice el pago. La actitud del deudor no es irrelevante. La actitud del deudor tiene relevancia en la relación que surge entre el deudor y el tercero una vez que éste ya ha pagado al acreedor. 

El artículo 1161 establece que en las obligaciones de hacer el acreedor no podrá ser compelido a recibir la prestación o el servicio de un tercero, cuando la calidad y circunstancias de la persona del deudor se hubiesen tenido en cuenta al establecer la obligación. 

Efectos del pago hecho por tercero: 

Hay que distinguir dos relaciones: 

Relación deudor – acreedor: El pago hecho por un tercero libera al deudor frente a su acreedor. A partir del pago desaparece el acreedor, pero aparece la relación deudor – tercero.  

Acciones que nacen del pago hecho por un tercero:

· Acción de reembolso: Esta acción puede ejercitarla el tercero frente al deudor para exigirle el reembolso de las cantidades adelantadas o pagadas. Esta acción sólo puede ejercitarla el tercero cuando al realizar el pago se lo comunique al deudor de que iba a realizar el pago y éste no manifestó su disconformidad. 

· Acción de enriquecimiento: El tercero no puede realizar el pago cuando el tercero no advirtió al deudor o cuando éste al haberle avisado el tercero expresó su disconformidad. En estos casos sólo puede reclamar frente al deudor en la medida en que al deudor le haya sido útil el pago. 

· Pago con subrogación: Se realiza cuando un tercero interviene en una relación jurídica ajena efectuando el pago ante al acreedor, pero subrogándose en el lugar del acreedor, es decir, pasa a ocupar su lugar siendo titular de su derecho de crédito. 

Este pago ha de hacerse en nombre del deudor y, además, ha de efectuarse el pago sin que exista oposición por parte del deudor (artículo 1159). Este pago debe ir precedido de una aprobación, expresa o tácita, del deudor. 

“Accipiens”: La primera persona legitimada para recibir el cobro es el acreedor, pero el “accipiens” no tiene porque ser sólo el acreedor, sino que puede ser cualquier persona. El “accipiens” ha de ser una persona capaz para recibir el pago y también ha de disponer libremente del crédito. El pago debe hacerse al acreedor actual, que puede ser distinto del acreedor original. 

El pago hecho a persona autorizada (artículo 1162): La persona autorizada para recibir el pago puede ser cualquier representante del acreedor o una persona designada por los sujetos de la obligación.

Otro supuesto es cuando el deudor se dirige a un tercero para satisfacer la deuda que tiene frente al acreedor. En principio, este pago no es válido, se aplica el criterio de la utilidad (artículo 1163). El pago será válido sólo en la medida en que ha sido útil al acreedor el pago así efectuado. 

El pago realizado por un banco es eficaz cuando el banco fue designado por los sujetos de la obligación. Si el banco sólo fue designado por el deudor, se aplicará el criterio de la utilidad para saber si es eficaz o no el pago. Si el pago se hace a un acreedor aparente, dependerá de si hubo buena fe del deudor o si hubo negligencia (artículo 1164).

· Requisitos objetivos del pago (artículo 1157):

La prestación debe realizarse íntegramente y en la especie o género convenido (artículos 1166 y 1169). El acreedor debe valorar estas cuestiones en el momento en que se efectúa el pago. Si rechaza éste se entenderá que el pago aún no ha tenido lugar. También pueden ser rechazadas las obligaciones de hacer, además de las de dar. 

Prueba del cumplimiento: Para probar el cumplimiento de la deuda es muy útil el recibo. El Código Civil no establece que se pueda exigir del acreedor un recibo, pero si puede exigirlo conforme a los usos del comercio. 

La imputación de pagos: 

Cuando entre unas mismas personas existen distintas deudas de la misma naturaleza y se efectúa un pago, hay que cuestionarse a cual de esas deudas imputamos el pago. El artículo 1172 reconoce una facultad al deudor de elegir en el momento mismo de realizar el pago a cual de esas deudas irá dirigido el pago. Para que esto pueda ocurrir las deudas deben ser homogéneas, tiene que tratarse de un mismo deudor que tiene varias deudas en favor de un sólo acreedor, y deben de ser deudas vencidas y exigibles. 

El artículo 1172 establece que si el deudor acepta un recibo del acreedor en el que se hiciese la aplicación del pago, no podrá reclamar contra ésta, a menos que hubiera mediado causa que invalide el contrato. El deudor debe hacer una declaración de voluntad dirigida al acreedor, en el momento de realizar el pago, y en la que se señala la obligación que el deudor estima pagada. Es una obligación recepticia, surte efectos cuando el acreedor tiene noticia de ella. 

Reglas legales de imputación: 

El artículo 1174 establece que se aplica el pago a la deuda más onerosa para el deudor. Si todas ellas fueran igualmente onerosas para el deudor,    se presume que el pago se aplicará a todas ellas a “pro                                rata” (proporcionalmente). 

El artículo 1173 establece que si la deuda devenga intereses, el pago debe cubrir primero estos intereses para que una vez pagados pueda empezar a imputarse el pago a la cantidad principal. Este principio admite pacto en contrario, es una norma dispositiva. 

Los subrogados del cumplimiento: 

La consignación:

El deudor tiene un derecho a pagar la deuda. Sobre este derecho se ha construido la figura de la consignación. La consignación es un medio liberatorio para el deudor previsto por la ley para los supuestos en que el acreedor rechace injustificadamente la prestación, o bien cuando no sea imputable al deudor la imposibilidad de realizar la prestación a su    acreedor (artículo 1176).

Fases: 

· Ofrecimiento de pago al acreedor, y éste ha de haberlo rechazado injustificadamente. Cuando no es imputable al deudor la imposibilidad de hacer el pago al acreedor, se tratará de:

· Ausencia del acreedor: Se refiere a que el acreedor no se ha presentado en el lugar y momento previstos para el pago. 

· Incapacidad del acreedor: No es una incapacidad declarada judicialmente. 

· Desconocimiento de quién es el acreedor (artículo 1176).

· Procedimiento judicial de consignación: Es un procedimiento de jurisdicción voluntaria a instancias o por solicitud del deudor. El acreedor debe ser llamado para ser oído y, también, todas las personas que tengan un interés legítimo. En este caso se procede a la consignación de la cosa, que es el depósito judicial de la cosa, hasta que se produzca el cumplimiento. A partir de esto el deudor queda liberado frente al acreedor. 

El artículo 1180 establece que hecha debidamente la consignación, podrá el deudor pedir al juez que mande cancelar la obligación. Mientras que el acreedor no hubiere aceptado la consignación, o no hubiere recaído la declaración judicial de que está bien hecha, podrá el deudor retirar la cosa o cantidad consignada, dejando subsistente la obligación. 

Si el acreedor no acude al lugar del pago y el deudor sí, y no se produce consignación, el acreedor entrará en mora. 

La compensación:

Es un subrogado del cumplimiento que se basa en simplificar las operaciones de pago. Se sustituyen dos o más pagos por un sólo pago resultante de la compensación aritmética de los anteriores. La compensación está regulada en los artículos 1195 a 1202. En la compensación también está latente el principio de buena fe. Hay tres tipos de compensación: 

· Compensación legal: Es la prevista por el legislador en el artículo 1196. Para que opere la compensación deberán darse una serie de requisitos: 

· Requisito subjetivo: El deudor y el acreedor han de estar obligados principalmente. El artículo 1197 establece que en el caso del fiador, éste puede oponer la compensación respecto de lo que el acreedor debiere a su deudor principal. 

· Requisitos objetivos: 

· Las deudas han de ser de idéntica naturaleza, por tanto han de ser homogéneas y fungibles (artículo 1196.2).

· Las deudas han de estar vencidas y han de ser líquidas y exigibles (artículos 1196.3 y 1196.4).

· Las deudas no deben ser litigiosas ni estar sometidas a contienda en un pleito.

Efecto de la compensación legal: Liberación del deudor en la cantidad concurrente, aunque no tengan conocimiento de la compensación los acreedores. 

La compensación legal actúa, por tanto, de modo automático. Pero el juez no puede hacerla valer de oficio, sino sólo a instancia de parte. 

· Compensación voluntaria: Las partes acuerdan compensar las obligaciones que tienen mutuamente. No hacen falta los requisitos de la compensación legal. Las partes pueden establecer ese pacto al inicio de las negociaciones o bien al final. 

· Compensación judicial: Tiene lugar por intervención de la autoridad judicial. Pueden no darse todos los requisitos de la compensación legal. Siempre es a instancia de parte. Normalmente la compensación judicial se da cuando una de las obligaciones es ilíquida y el juez determina la cuantía de esa obligación, con lo que opera ya la compensación de ambas deudas. 

Los artículos 1143 y 1145 establecen los requisitos para la compensación relacionada con las deudas solidarias. 

La dación de pago: 

Opera en sentido estricto cuando un acreedor acepta como cumplimiento de la obligación de dar que se le entregue una cosa distinta de la inicialmente pactada. Con carácter general, la dación de pago se da cuando el acreedor acepta como cumplimiento algo distinto de lo inicialmente pactado.

La dación de pago no está regulada como tal en el Código Civil, pero en el artículo 1166 se hace referencia a ella y se admite como un convenio entre el acreedor y el deudor. Se exige la voluntad de ambas partes. 

El pago por cesión de bienes: 

El pago por cesión de bienes está regulado en el artículo 1175. Consiste en la entrega que hace el deudor de todos o parte de sus bienes a uno, a varios o a todos sus acreedores, a efectos de reconocer en favor de ellos la facultad de vender sus bienes y, con el valor líquido obtenido de ellos, cobrarse sus créditos. 

Por la cesión de bienes el deudor no queda liberado, y no quedará liberado hasta que los acreedores hayan cobrado sus créditos. Por la cesión de bienes el deudor puede quedar liberado de su responsabilidad frente a los acreedores sólo hasta donde alcance el valor líquido de los bienes. La cesión de bienes es de carácter dispositivo, admite pacto en contrario. 

Existen dos formas de cesión de bienes: 

· Judicial: Se realiza mediante un procedimiento previsto en la Ley de Enjuiciamiento Civil, y se hace ante el juez. Suele darse en los casos de insolvencia del deudor, previamente al concurso de acreedores. 

· Extrajudicial: Es por iniciativa del deudor, que puede llegar a un acuerdo con sus acreedores. 

Remisión o condonación de la deuda:

No es un medio solutorio. Mediante la remisión el deudor queda liberado, pero no es un sustitutivo del pago. 

Es la voluntad del acreedor de perdonar al deudor el pago de la deuda. El deudor queda liberado o exonerado sin que haya satisfacción del interés del acreedor. 

Para la remisión de la deuda, la doctrina ha dicho que se requiere aceptación del deudor, por lo que es un acto de carácter bilateral. La remisión puede hacerse expresa o tácitamente. 

La remisión es un negocio gratuito, como regla general. Aunque en algún caso puede tener carácter oneroso cuando la remisión opera en un marco más amplio de transacción. El artículo 1187 establece que la remisión se regulará con las reglas de la donación, concretamente las donaciones inoficiosas (aquellas en las cuales el donante ha fallecido y se revocan porque es necesario para cubrir la parte forzosa de la herencia). 

Se presume que hubo condonación cuando:

· El acreedor entrega al deudor el recibo sin que haya mediado pago (artículo 1188.1).

· Si se ha entregado una cosa en prenda o garantía del pago, el deudor queda liberado de la obligación accesoria de prenda cuando la cosa puesta en prenda la tiene el deudor (artículo 1191). 

Los artículos 1143 y 1146 hacen referencia a la condonación en relación con las deudas solidarias. 

TEMA 7: EL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN Y SUS CONSECUENCIAS:

El incumplimiento de la obligación: 

Se habla de incumplimiento cuando se produce una lesión en el derecho de crédito. El interés del acreedor no ha sido satisfecho. Puede darse por diversas causas:

· No prestación: Hay varias soluciones:

· Es posible satisfacer el interés del acreedor. Se crea una situación de mora.

· Si ya no es posible satisfacer el interés del acreedor se pueden dar dos supuestos: 

· Imposibilidad sobrevenida: Objetivamente es imposible el cumplimiento. 

· El cumplimiento es posible, pero es imposible satisfacer el interés del acreedor, por las siguientes causas: 

· Por término del plazo (término esencial).

· Por frustración del fin del contrato por el transcurso del tiempo.

· Prestación defectuosa.

La mora del deudor:

La mora del deudor está regulada en el artículo 1100. Incurren en mora los obligados a cumplir una obligación vencida y exigible, desde que el acreedor les exija judicial o extrajudicialmente el cumplimiento de la obligación. La mora no coincide siempre con el retraso en el cumplimiento. 

Ha de haber una intimación del acreedor al deudor, judicial o extrajudicialmente. Pero la intimación no es necesaria en determinados supuestos: Cuando se desprenda otra cosa de la ley, del contrato o del convenio, o cuando se derive de la propia naturaleza de la obligación. Para las obligaciones sinalagmáticas existe una regla especial en el artículo 1100.3 del Código Civil.

La mora supone que todavía puede satisfacerse el interés del acreedor, y que aún es posible el cumplimiento de la prestación. La mora siempre supone un retraso, pero no todo retraso supone mora. 

La mora produce el efecto para el deudor de una especial responsabilidad frente al acreedor, que se verá acentuada.

El retraso puede motivarlo la simple inactividad del deudor, o bien una sobrevenida imposibilidad para el deudor. En este último caso, el deudor puede quedar exonerado del cumplimiento si todavía no ha incurrido en mora y si no hay culpa del deudor. Por tanto, las consecuencias para el deudor en caso de retraso varían según la causa de éste. 

Causas o requisitos para que se dé la situación de mora: 

· Carácter positivo de la obligación: La mora se puede dar en obligación de dar y de hacer, pero no en las de no hacer (en ese caso sería un incumplimiento).

· Exigibilidad de la obligación: No puede ser una obligación sometida a plazo, debe estar vencida y ser exigible. No dan lugar a la mora las obligaciones naturales ni las prescritas. 

· Liquidez de la deuda: si es líquida, el juez deberá declarar la cuantía de la deuda, y la mora no comenzará hasta que se dé esa declaración. 

· El retraso ha de ser imputable al deudor: Si no lo es, el deudor queda exonerado. El artículo 1105 establece los límites a la responsabilidad del deudor. 

· Hace falta la intimación del acreedor, salvo en las siguientes excepciones (artículo 1100.2): No es necesaria la intimación cuando la obligación o la ley así lo disponga, o cuando así resulte de la naturaleza o circunstancias de la obligación. 

Hay otros dos supuestos en que no hace falta la intimación del acreedor: 

· Cuando la obligación se deriva de un delito o falta. La mora del deudor comienza a partir del inicio de la obligación (artículo 1185).

· Cuando el deudor hubiera manifestado expresamente su voluntad contraria al cumplimiento. La doctrina entiende que no es necesaria la intimación. 

Efectos que produce la mora del deudor: 

· Agravamiento de su responsabilidad: Estará obligado no sólo a cumplir la obligación principal, sino otras obligaciones: Indemnizar al acreedor por daños y perjuicios ocasionados por esa situación de mora. El artículo 1101 establece que la indemnización cubrirá el daño emergente y también el lucro cesante (beneficio que podía haber obtenido el acreedor y que no obtuvo por la mora del deudor). El artículo 1106 establece que esta indemnización no alcanza los daños que no se han podido prever, salvo que hubiera habido dolo del deudor (artículo 1107). 

En caso de obligaciones pecuniarias, el artículo 1108 establece que la indemnización por daños y perjuicios se traduce en el pago de intereses, convenidos por las partes, o, si éste no existe, el interés legal. No es necesario en estos casos que el acreedor tenga que probar ningún daño.

· El deudor moroso responde por la pérdida fortuita de la cosa, cuando ocurra estando en situación de mora.

El deudor moroso soporta los riesgos de una excesiva onerosidad sobrevenida de la prestación, como consecuencia del paso del tiempo.

La mora en las obligaciones sinalagmáticas (artículo 1100): En las obligaciones recíprocas sinalagmáticas ninguno de los obligados incurre en mora si la otra parte no ha cumplido. La mora la produce el cumplimiento de una de las partes (con ese cumplimiento, comienza la mora para la otra parte). 

Cesación de la mora: No tiene un negocio jurídico específico. Pero puede deducirse que la mora cesa: Por voluntad del acreedor, que puede decidir no exigir al deudor esa responsabilidad derivada de la mora (purga). Si ha habido un intento de pago por parte del deudor y el acreedor rechaza este pago injustificadamente, comenzará la mora del acreedor. 

La imposibilidad sobrevenida:

A diferencia de la mora, no es posible satisfacer el interés del acreedor porque la prestación se ha convertido en imposible. 

La imposibilidad sobrevenida es una de las causas de extinción de las obligaciones (artículo 1156). Es un concepto más amplio, que incluye obligaciones tanto de dar como de hacer. 

La imposibilidad de ejecutar la prestación ha de ser absoluta y objetiva. Efectos que produce la imposibilidad: El deudor queda liberado de la obligación, quedando éste extinguida. Pero no hay satisfacción del interés del acreedor. 

Presupuestos que deben darse para que el deudor quede liberado por la imposibilidad sobrevenida: 

· Ausencia de culpa del deudor. 

· El deudor debió ser diligente, debió poner todos los medios a su alcance para evitar la desaparición de la cosa (artículo 1104).

El legislador presume la culpa del deudor cuando la cosa estaba en su poder (artículo 1183). No se exige al deudor el poner medios desproporcionados para el mantenimiento de la cosa. 

· El deudor no ha de estar en mora, porque si lo está, el acreedor podrá pedirle una indemnización que cubra el valor de la cosa. 

· Ha de ser una imposibilidad definitiva, no transitoria. 

· La obligación de cumplimiento de la prestación no debe derivarse de delito ni de falta (artículo 1185), ya que la mora nace con la obligación. 

El artículo 1186 establece la protección del interés del acreedor en casos de imposibilidad sobrevenida de la prestación. 

Hay un supuesto de hecho en que el acreedor puede satisfacer el interés en cierta medida, no con el cumplimiento de la obligación, sino mediante otro procedimiento. 

El artículo 1186b establece que extinguida la obligación por pérdida de la cosa, corresponderán al acreedor todas las acciones que el deudor tuviera frente a terceros. Si la prestación es imposible por el acto de un tercero, el deudor queda liberado, pero puede dirigir una acción frente al tercero de responsabilidad civil extracontractual y reclamar indemnización por daños y perjuicios. En estos supuestos, el acreedor puede subrogarse en lugar del deudor y ejercitar las acciones que éste tenga frente a un tercero por razón de la cosa. Es una subrogación “ex legem”, por imperativo de la ley, no exige que previamente se haya pactado la posibilidad de subrogación. Si la cosa objeto de prestación ha sido expropiada, también puede darse esta subrogación. 

En el caso de las obligaciones sinalagmáticas, la aplicación de los artículos 1182 y 1184 puede ser problemática. 

Si una de las obligaciones se extingue, la otra también se extingue porque la causa de una obligación es la otra obligación y viceversa (artículo 1124).

En algún supuesto particular puede darse un reparto del riesgo distinto del anterior. 

La imposibilidad parcial de la prestación: El acreedor tiene derecho a rehusar el cumplimiento parcial de la prestación (artículo 1169). El acreedor puede elegir entre exigir el cumplimiento parcial o considerar liberado al deudor totalmente. Si la relación es sinalagmática, se aplicará el artículo 1460.2. 

El cumplimiento defectuoso: 

El pago se realiza, pero sin que reúna ese pago todos los requisitos que necesita para poder decir que el deudor queda liberado y el interés del acreedor queda satisfecho. 

La prestación defectuosa puede ser un problema en relación con los sujetos integrantes de la obligación, puede ser un defecto del objeto, puede ser un defecto del lugar o puede ser un defecto en el tiempo. 

Cumplimiento defectuoso por el objeto (artículo 1166 y 1169): El acreedor tiene la posibilidad de rehusar el cumplimiento defectuoso. El acreedor tiene la facultad de exigir el cumplimiento exacto de la prestación. El acreedor tiene una acción de corrección de la prestación defectuosa. Esa corrección se puede realizar sobre el mismo objeto o sustituyéndolo por otro. 

El artículo 1101 establece que se puede exigir una indemnización por daños y perjuicios cuando esa lesión del derecho de crédito, que supone el cumplimiento defectuoso, sea imputable al deudor. 

Vicios o defectos ocultos que son objeto de compraventa (artículos 1484 y 1486): El acreedor en el momento de recibir la cosa ha de comprobar si hay un defecto en la misma. Si es un perito, también ha de comprobar si hay defectos que no estuvieran a la vista. Si el comprador acepta la cosa, el vendedor ya no se hace responsable. 

En el artículo 1486 se reconocen dos facultades al comprador en caso de que la cosa objeto de compra esté defectuosa: 

· Resolver el contrato por insatisfacción del interés del acreedor. 

· Exigir una reducción en el precio. 

En materia de arrendamiento: Cuando el objeto de arrendamiento tiene defectos o vicios, el artículo 1553 se remite a la compraventa. 

Cuando se trata de relaciones sinalagmáticas el acreedor tiene la posibilidad de: 

· Exigir el cumplimiento íntegro o exacto. 

· Exigir la corrección de la prestación defectuosa. 

· También puede oponer el deudor una excepción por cumplimiento defectuoso. 

· Puede exigir un reajuste de precio, es decir, una reducción del precio. 

· Puede resolver el contrato alegando el incumplimiento (es excepcional). La acción del acreedor tiene que ser ejercitada de acuerdo a la buena fe. El interés del acreedor no se ha cumplido total o parcialmente. 

Las consecuencias del incumplimiento: 

Delimitación de la responsabilidad: Criterios de imputación:

Hay que analizar las conductas de los sujetos que han intervenido en la lesión del derecho de crédito, a fin de saber a quien se le puede atribuir la lesión del derecho de crédito (imputabilidad) y a quien podemos hacer responsable de la lesión del derecho de crédito (responsabilidad).

En muchas ocasiones la persona a la que se le imputa y se hace responsable de la lesión del derecho de crédito es el deudor. Pero, también puede ser el acreedor, un tercero o, incluso, la lesión del derecho de crédito puede darse por un hecho natural. 

Imputación al deudor y su responsabilidad: 

Casos en que el deudor tiene que responder: 

· Cuando el deudor infringe el deber de diligencia de protección de la cosa (artículo 1101).

· Un sector de la doctrina ha defendido una responsabilidad objetiva del deudor. El deudor responde siempre que haya una lesión del derecho de crédito, salvo cuando haya una fuerza mayor o cuando deba responder un tercero (artículo 1107).

La tesis subjetiva mantiene que el deudor deberá responder sólo cuando infrinja su deber de diligencia y sea responsable de su conducta. 

La tesis subjetiva es la mayoritaria. 

Supuestos en que no hay duda: 

· Cuando el deudor actúa con culpa o dolo: 

· Culpa: El artículo 1104 establece que la culpa es falta de diligencia. La diligencia se mide conforme a lo pactado. Si no hubo pacto se puede exigir la diligencia media (de un buen padre de familia). A un perito se le puede exigir toda la diligencia de un buen profesional. En casos de culpa muy grave, se pasa al dolo. 

· Dolo: Existe dolo cuando el deudor infringe sus deberes voluntariamente (jurisprudencia del Tribunal Supremo). El artículo 1107 establece que si se trata de un deudor doloso, éste responderá de todos los daños conocidos y de todos los que no hubiera podido conocer. Si no hay dolo, sólo responderá de los que conoce. 

A quién corresponde la prueba: 

· Al acreedor le corresponde probar la lesión del derecho de crédito.

· La culpa del deudor se presume, según la mayoría de la doctrina, aplicando el artículo 1183.

· Al deudor le corresponde probar las causas de exoneración de responsabilidad. 

· En los supuestos de fuerza mayor si el deudor fue diligente, éste queda exonerado. 

· El dolo nunca se presume. 

En el artículo 1105 establece que fuera de los casos expresamente mencionados en la ley, y de los en que así lo declare la obligación, nadie responderá de aquellos sucesos que no hubieran podido preverse, o que, previstos, fueran inevitables. 

La responsabilidad del deudor por culpa de sus auxiliares: 

Se puede exigir responsabilidad al deudor por culpa de sus auxiliares. 

La modificación convencional del régimen de la responsabilidad del deudor: 
Son válidos y eficaces, en principio, los pactos de modificación del régimen de responsabilidad, que se realicen por los particulares. Estos pactos son válidos siempre que no sean contrarios a la ley, a la moral y al orden público (artículo 1255).

Nulidad de los pactos en los que se renuncie exigir responsabilidad por dolo (artículo 1102). Nulidad de la renuncia a exigir todo tipo de responsabilidad por culpa (artículo 1256). Pero si se admiten los pactos que restrinjan o rebajen el grado de diligencia exigible, rebajando la responsabilidad por culpa (artículo 1103 y 1104). También son válidos los pactos, en los que se agrava la responsabilidad por culpa. 

Los pactos por los que se renuncia con carácter absoluto serán nulos, porque no puede dejarse sólo en manos del deudor la decisión de cumplir o no (artículo 1256). Si son válidos los pactos en los que quedan salvaguardados determinados bienes del deudor a efectos de responsabilidad por la obligación. 

La “mora credendi”:

En este caso, hay un retraso en el cumplimiento, pero es imputable al propio acreedor. El cumplimiento es todavía posible. 

Si hay culpa del acreedor, quedan atenuadas, parcial o totalmente, las responsabilidades del deudor o de un tercero. 

La mora del acreedor consistiría en la omisión por parte del acreedor de la conducta que le es exigible. Esa omisión la hace injustificadamente. Esto no determina un incumplimiento definitivo, sino que el cumplimiento todavía es posible. Lo que determina es el retraso en el cumplimiento. 

Para que haya mora del acreedor debe haber una obligación vencida y exigible, y el deudor debe ser diligente y haber puesto todo de su parte para que se produzca la prestación. Además, se trata de la misma prestación. Debe haber por parte del deudor un ofrecimiento de pago, que no requiere intimación por parte del deudor. No requiere culpa por parte del acreedor. 

Desde el momento que existe mora del acreedor, se compensa la mora del acreedor con la del deudor. La mora del acreedor produce la cesación de la mora del deudor. A partir de esto todos los riesgos pasan a formar parte del acreedor. 

En las relaciones sinalagmáticas rigen los artículos 1589 y 1590. 

El deudor tiene a su alcance la consignación para quedar liberado frente a la mora del acreedor. 

La responsabilidad de un tercero en la lesión del derecho de crédito: 

La responsabilidad de un tercero en la lesión del derecho de crédito se trata de una responsabilidad civil extracontractual (artículo 1902).

TEMA 8: GARANTÍAS Y PROTECCIÓN DEL DERECHO DE CRÉDITO: 
Garantías de la obligación:

Las garantías de la obligación son cualquier medida especial para asegurar la efectividad del crédito reforzándolo. Las garantías se yuxtaponen al derecho de crédito. Existen garantías legales y garantías convencionales (garantías que nacen del pacto entre las partes).

Cuando se extingue el derecho de crédito se extingue la garantía. 

Tipos de garantías: 

· Garantías reales: Reconocen al acreedor un derecho sobre una cosa o bien. 

· En sentido estricto: 

· Hipoteca. 

· Prenda. 

· Anticresis. 

· En sentido amplio:

· “Fiducia cum creditore”.

· Pacto de reserva de dominio en la venta a plazos. 

· Arras. 

· Derecho de retención. 

· Garantías personales: Reconocen al acreedor un derecho de carácter personal. 

· Fianza. 

· Pena convencional. 

La pena convencional: 

Está regulada en los artículos 1152 a 1155. La pena convencional es aquella prestación en la que el deudor se compromete a satisfacer el interés del acreedor en caso de que exista una lesión del derecho de crédito. Es una prestación accesoria. 

La pena convencional se constituye por medio de una disposición o cláusula negocial (cláusula penal) incorporada a un contrato (artículo 1152).

El artículo 1155 establece que la nulidad de la obligación principal lleva consigo la nulidad de la obligación convencional, pero no al revés. 

No hay una forma determinada para la cláusula penal, sin embargo la jurisprudencia exige que la cláusula penal sea clara y determinante. 

En los efectos de la cláusula penal hay que estar siempre a la voluntad de las partes, quienes pueden modular esos efectos mediante la autonomía de la voluntad. 

A veces la pena se activa con el incumplimiento, otras veces sólo con el cumplimiento. A falta de pacto, y si hay una cláusula penal, se aplica el artículo 1152. La pena sustituirá a la indemnización por daños y al abono de intereses en los casos de falta de cumplimiento. El acreedor no tiene que probar el daño porque la cláusula penal se activa directamente. 

El artículo 1153 establece que se llama dinero de arrendamiento a aquel supuesto excepcional en el que el deudor puede quedar liberado si paga la pena. 

El artículo 1154 establece que el juez podrá modificar equitativamente la cuantía de la pena, cuando la obligación principal haya sido en parte o irregularmente cumplida por el deudor. 

La doctrina discute sobre si el juez puede aplicar de oficio o no la pena convencional. Unos autores dicen que si y otros dicen que sólo puede ser aplicada a instancia de parte. 

El Código Civil reconoce un derecho de retención al acreedor en múltiples supuestos. Le permite retener la cosa que debe restituir a su deudor, mientras éste no le pague los gastos que el acreedor ha realizado sobre la cosa. 

El derecho de retención: 

Del Código Civil se extrae que el derecho de retención es la facultad que la ley reconoce a un acreedor para seguir detentando la posesión de la cosa hasta que su deudor, que es el propietario de la cosa, le pague los gastos que realizó en la cosa o por razón de la cosa. 

La doctrina ha cuestionado el alcance del derecho de retención. En principio, la doctrina dice que el derecho de retención no puede reconocerse en cualquier supuesto, pero sí se admite que se aplique a contratos atípicos a los que se pudiera aplicar la normativa de un contrato típico. 

Derecho de retención y derecho de prenda: Ambos derechos son oponibles “erga omnes” (frente a todos). 

El derecho de prenda permite al acreedor satisfacer su interés enajenando la cosa y vendiéndola, no ocurre lo mismo con el derecho de retención. El derecho de retención no permite vender la cosa y cobrar así el valor del crédito. 

Mientras que el derecho de prenda da al acreedor un derecho de preferencia frente a otros acreedores sobre el valor de la cosa, el derecho de retención no da al acreedor un derecho de preferencia sobre otros acreedores sobre el valor de la cosa. 

Los medios de tutela y protección del derecho de crédito: 

Estos medios son unas facultades que el derecho atribuye al acreedor para preservar su derecho de crédito frente a una lesión, que puede haber tenido lugar o que sea muy posible que se produzca. Dos tipos de medidas de tutela del derecho de crédito son: 

· La tutela preventiva (le protegen frente a riesgos de lesión del derecho de crédito). 

· La tutela frente a la lesión efectiva del derecho de crédito: En esta tutela hay que distinguir entre obligaciones simples y obligaciones sinalagmáticas. 

Las medidas de tutela preventiva: Embargo preventivo, medidas judiciales de aseguramiento del crédito, el llamado secuestro conservatorio: 

Las medidas generales (para todo tipo de obligaciones) de tutela preventiva son:

· El embargo preventivo: Está regulado en la Ley de Enjuiciamiento Civil. Es una medida en favor del acreedor, que debe ser solicitada al juez presentando para ello un documento acreditativo de la existencia de la obligación. Después puede procederse al embargo preventivo, siempre que el deudor se encuentre en alguna de las situaciones previstas en la Ley de Enjuiciamiento Civil, que hacen alusión a un deudor de difícil localización (ausente de su domicilio, no tiene domicilio conocido, etc.).

· Las medidas judiciales de aseguramiento del crédito: El juez podrá tomar alguno de los bienes, muebles o inmuebles, del deudor para ponerlo bajo tutela judicial, siempre bajo la responsabilidad del acreedor, a fin de garantizar que cuando recarga sentencia ésta pueda cumplirse. Estas medidas judiciales son siempre a instancia del acreedor, quien debe presentar un documento acreditativo de la obligación. 

· El secuestro conservatorio: Está regulado en los artículos 1785 y 1786. Es una medida cautelar de tutela preventiva a favor del acreedor que puede reconducirse a los supuestos anteriores, cuando existe un temor racional de que se va a lesionar el derecho de crédito. El secuestro puede tener por objeto bienes muebles o inmuebles.

· El vencimiento anticipado del crédito (artículo 1129).

Una medida especial es la hipoteca (acción de devastación). 

La protección del derecho de crédito lesionado: Ejecución forzosa, cumplimiento por equivalente, el resarcimiento de daños: 

La protección del derecho de crédito que ha sido lesionado se puede hacer de las siguientes maneras: 

· Ejecución forzosa en forma específica (de la misma manera que había sido prevista inicialmente): Esto supone el inicio de un procedimiento judicial ejecutivo. Si se trata de una obligación pecuniaria, la vía adecuada será el embargo de alguno de los bienes del deudor y su venta en subasta pública. Es la vía de apremio. Si la obligación es de dar, el juez suple la voluntad del deudor que se niega a entregar la cosa (artículo 1096). Si la cosa es indeterminada o genérica, el acreedor podrá pedir que la obligación se cumpla a expensas del deudor, con su dinero o con sus bienes. 

· Cumplimiento por equivalente: Cuando no es posible la ejecución forzosa en forma específica, se llevará a cabo el cumplimiento por equivalente. Es una medida subsidiaria. El juez valora la prestación en términos económicos, y la obligación se transforma en pecuniaria, que admitirá el cumplimiento por las vías anteriores (vía de apremio). 

· Resarcimiento de daños (artículos 1101 y siguientes): Es la indemnización por daños y perjuicios que aparece en el Código Civil. 

Lesión del derecho de crédito: 

· Incumplimiento: 

· Acción de cumplimiento forzoso:

· En forma específica. 

· Por el equivalente. 

· Obligaciones sinalagmáticas: Acción resolutoria del contrato (artículo 1124).

Siempre es posible exigir resarcimiento por daños y perjuicios (artículo 1101). 

· Cumplimiento defectuoso: 

· Si es muy grave: Se trata de incumplimiento. 

· Si no es muy grave: Acción de corrección de la prestación. 

· Obligaciones sinalagmáticas: Rebaja en el precio u oponer una excepción ante la reclamación de la otra parte. 

Siempre es posible exigir resarcimiento por daños y perjuicios (artículo 1101).

· Mora: Acción de cumplimiento. La indemnización por daños y perjuicios también es siempre exigible (artículo 1101). Si la obligación es pecuniaria, la indemnización se traduce en intereses (artículo 1108).

Régimen jurídico propio de la acción de resarcimiento por daños (artículos 1101 y siguientes): El artículo 1101 establece que los sujetos para esta acción son el deudor que incurre en dolo, negligencia o morosidad, y se haya producido una lesión del derecho de crédito como consecuencia de ello. Es necesario que la lesión del derecho de crédito sea imputable al deudor. 

La consecuencia jurídica de la indemnización es el nacimiento de una nueva obligación pecuniaria para el deudor y frente a su acreedor.

La cuantía de esa indemnización está determinada en el artículo 1106. Este artículo establece que el deudor tiene que responde por el daño emergente (daños efectivamente producidos) y por el lucro cesante (beneficios que deja de obtener el acreedor por culpa del deudor). 

Hay unos factores que limitan al artículo 1106: 

· Artículo 1107: Se distingue entre un deudor de buena fe y uno doloso. El deudor de buena fe responde por los daños intrínsecos (daños previsibles al nacer la obligación y que son consecuencia necesaria de esa lesión del derecho de crédito). Si el deudor fuera doloso responde por todo (daños intrínsecos y extrínsecos). 

· El acreedor también tiene que ser diligente para acotar las consecuencias negativas que produce en su patrimonio la lesión del derecho de crédito. 

La acción pauliana: 

La acción pauliana es una medida prevista en el artículo 1111 del Código Civil para proteger al acreedor frente a la insolvencia del deudor. 

La acción pauliana tiene su origen en el Derecho Romano y en la actualidad se encuentra en la mayoría de los ordenamientos jurídicos. 

Al acreedor se le permite atacar a los actos fraudulentos que provocaron la insolvencia del deudor. 

En el conflicto de intereses se introduce un tercero con el que el deudor ha hecho actos para provocar su insolvencia. Habrá que proteger al tercero si éste es de buena fe.

Para que exista fraude hay que probar dos factores: Hay que probar la lesión del derecho de crédito (“eventus damni”) y probar la cooperación del deudor y el tercero en el fraude (“consilium fraudis”).

La acción pauliana es una acción subsidiaria porque sólo puede ejercitarla el acreedor cuando no tiene ningún otro medio para hacer efectivo el derecho de crédito (artículo 1291.3 y 1294). 

Se establecen unas presunciones legales en el artículo 1297: 

· Para actos gratuitos. 

· Para transmisiones onerosas de bienes litigiosos. 

Existe un principio que aplicado al fraude de acreedores se puede operar con un concepto objetivo de fraude cuando el acto en sí mismo ha producido una lesión del derecho de crédito. Este principio establece que entre proteger un beneficio y evitar un perjuicio se optará por esto último. 

El fraude en sentido objetivo se puede extraer de tres artículos del Código Civil: 

· El artículo 643 establece que las donaciones siempre se presumen fraudulentas. 

· El artículo 1292 sirve para solucionar los conflictos entre el acreedor que ejerce la acción y el acreedor que recibe el pago, quedando el deudor insolvente. Este artículo establece que los pagos de deudas todavía no exigibles pueden ser impugnados. 

· El artículo 6.2 establece la prohibición a la renuncia de los derechos propios cuando de esa renuncia se derive un perjuicio para terceros. 

Legitimación: Hay una doble legitimación: 

· La legitimación activa para ejercer la acción la tiene el titular del derecho de crédito. 

· Legitimación pasiva: Hay que demandar al deudor y al tercero que contrató con el deudor o se benefició del acto lesivo del deudor. 

Es una acción rescisoria. Produce un efecto de restitución de las prestaciones que hubieran tenido lugar. El acto fraudulento es un acto validamente celebrado y, por lo tanto, esos efectos generales de la rescisión van a estar restringidos en los casos de rescisión por fraude de acreedores. Esa rescisión sólo alcanzará al acto en la medida necesaria para evitar la lesión del derecho de crédito. En todo lo demás, el acto sigue siendo plenamente válido y eficaz entre las partes. 

El plazo de impugnación de los actos que lesionen su derecho de crédito es de cuatro años. 

Cuando no sea posible restituir la cosa se podrá indemnizar por el valor de la cosa. Si el deudor es de buena fe, esta indemnización sólo le alcanzará si se hubiera enriquecido. 

La acción subrogatoria: 

El artículo 1111 establece que los acreedores, después de haber perseguido los bienes de que esté en posesión el deudor para realizar cuanto se les debe, pueden ejercitar todos los derechos y acciones de éste con el mismo fin, exceptuando los que sean inherentes a su persona; pueden también impugnar los actos que el deudor haya realizado en fraude de su derecho. 

La acción subrogatoria es una acción subsidiaria.

TEMA 9: LA CONCURRENCIA DE ACREEDORES E INSUFICIENCIA DEL PATRIMONIO DEL DEUDOR: 

La concurrencia de acreedores: La “par condicio creditorum” y la insolvencia del deudor: 

El patrimonio es la garantía común con la que cuentan todos los acreedores para cobrar sus créditos. 

Insolvencia (artículo 1913): Un deudor insolvente es aquel cuyo pasivo es superior a su activo. Esta insolvencia es una causa que justifica el inicio de un procedimiento especial de ejecución del patrimonio del deudor (concurso o quiebra). También justifica las especiales medidas de tutela del acreedor singular (la acción pauliana y la acción subrogatoria). 

Principio “par condicio creditorum”: Este principio implica que todos los acreedores tienen derecho a una igualdad de trato. Se aplica, en general, en situaciones de insolvencia declarada. 

Excepciones a este principio: El derecho de separación y el derecho de ejecución separada (el acreedor hipotecario). 

Los créditos privilegiados: Los privilegios inmobiliarios. Los privilegios mobiliarios. Los privilegios generales: 

Lo específico de un crédito privilegiado es que es una excepción a la regla “par condicio creditorum”, concediendo al acreedor titular del derecho privilegiado una preferencia frente a los demás acreedores (ordinarios). 

Características de los créditos privilegiados: 

· En primer lugar, la legalidad. Los créditos privilegiados son sólo aquellos que están previstos en la ley. 

· En segundo lugar, la excepcionalidad. Son una excepción al principio “par condicio creditorum”. Habrá que interpretarlos restrictivamente. 

· En tercer lugar, la accesoriedad. Es una facultad accesoria que tiene el acreedor. No se puede negociar con el privilegio separado del crédito. Siempre van unidos crédito y privilegio. 

Tipos de privilegios: 

· Privilegios generales: Son aquellos que recaen sobre todo el patrimonio del deudor (artículo 1924). Son los siguientes: 

· Los créditos a favor de la provincia o del Municipio, por los impuestos de la última anualidad vencida y no pagada. 

· Los devengados:


· Por gastos de justicia y de administración del consumo en interés común de los acreedores, hechos con la debida autorización o aprobación. 

· Por los funerales del deudor, según el uso del lugar, y también los de su cónyuge y los de sus hijos constituidos bajo su patria potestad, si no tuviesen bienes propios. 

· Por gastos de la última enfermedad de las mismas personas, causados en el último año, contado hasta el día del fallecimiento. 

· Por pensiones alimenticias durante el juicio de concurso, a no ser que se funden en un título de mera liberalidad. 

· Los créditos que sin privilegio especial consten: 

· En escritura pública. 

· Por sentencia firme, si hubiesen sido objeto de litigio.

Los acreedores quirografarios son aquellos que tienen su crédito declarado en escritura pública, o bien reconocido en una sentencia que ha recaído ya, declarativa de la existencia del crédito. 

· Privilegios especiales: Recaen sobre determinados bienes del deudor. Estos privilegios pueden ser a su vez: 

· Privilegios inmobiliarios: Recaen sobre los privilegios inmuebles (artículo 1923). Son los siguientes: 

· Privilegios en favor del Estado sobre los bienes inmuebles y en relación a los impuestos que gravitan sobre esos bienes inmuebles.

· Tienen privilegios los aseguradores sobre los bienes asegurados. 

· El acreedor hipotecario sobre el bien hipotecado. 

· Tiene un privilegio el acreedor refaccionario. Este acreedor refaccionario es aquel acreedor que dio un crédito para que se realizasen determinadas obras de reparación o reconstrucción de un bien. También puede ser acreedor refaccionario la persona que ha realizado esa reparación. 

· Tienen privilegio los acreedores con embargos anotados preventivamente en el Registro de la Propiedad. 

· Privilegios mobiliarios: Recaen sobre los privilegios muebles (artículo 1922): Son los siguientes:

· Los créditos por construcción, reparación, conservación o precio de venta de bienes muebles que estén en poder del deudor, hasta donde alcance el valor de los mismos. 

· Los garantizados con prenda que se halle en poder del acreedor, sobre la cosa empeñada y hasta donde alcance su valor.

· Los garantizados con fianza de efectos o valores, constituida en establecimiento público o mercantil, sobre la fianza y por el valor de los efectos de la misma.

· Los créditos por transporte, sobre los efectos transportados, por el precio del mismo, gastos y derechos de conducción y conservación, hasta la entrega y durante treinta días después de ésta. 

· Los de hospedaje, sobre los muebles del deudor existentes en la posada. 

· Los créditos por semillas y gastos de cultivo y recolección anticipados al deudor, sobre los frutos de la cosecha para que sirvieron. 

· Los créditos por alquileres y rentas de un año, sobre los bienes muebles del arrendatario existentes en la finca arrendada y sobre los frutos de la misma. 

La prelación de créditos; la prelación entre los privilegios: 

Se establece un orden de privilegios, y el resto de acreedores que no entren en ese orden, se establece una regla de igualdad y cobran a “pro rata”. 

Orden de prelación de créditos (artículos 1926 y 1927): Los privilegios especiales tienen prioridad frente a los generales. Como excepción a esto, no entran los créditos relativos a las relaciones laborales.

La prelación entre los privilegios mobiliarios se encuentra en el artículo 1926 y el orden de prelación entre privilegios inmobiliarios se encuentra en el artículo 1927.

Prelación entre privilegios generales (artículo 1929): 

· Se remite, en primer lugar, al orden en el que están enumerados los privilegios generales en el artículo 1924. 

· Los créditos quirografarios, cuando concurran entre sí, se ordenarán por fechas (la fecha de la escritura pública o la fecha de la sentencia). 

· Para todo lo demás no hay prelación y la distribución se hace a “pro rata”. 

· Por último, los acreedores comunes (también a “pro rata”).

El concurso de acreedores: 

Es un procedimiento judicial de ejecución universal o colectiva del patrimonio del deudor, con la finalidad de reunir a todos los acreedores y realizar ordenadamente los bienes del deudor a fin de satisfacer el interés de los acreedores, teniendo en cuenta para ello la existencia de privilegios y teniendo en cuenta, sobre todo, el principio de “par condicio creditorum”. Hay dos tipos de procedimientos: 

· El concurso para el deudor común. 

· La quiebra para el deudor mercantil. 

Requisitos para abrir un procedimiento concursal: 

· Insolvencia del deudor. 

· Que exista una pluralidad de acreedores. 

· Que el deudor no sea comerciante. 

· Una declaración judicial de apertura del concurso, que tiene lugar a instancia de parte interesada, nunca de oficio. Puede promover el concurso el acreedor (concurso necesario) e, incluso, el deudor (concurso voluntario). 

Efectos en relación al deudor: 

· En su persona: 

· Hay una cierta limitación de su capacidad de obrar, porque se le priva de la administración de su patrimonio (artículo 1914). 

· Ineficacia de los actos que realice en la administración de su patrimonio. Se nombra para estos actos un representante legal (síndicos). 

· También se le priva de la administración de los bienes de las personas de las que él fuera representante legal. 

· En su patrimonio:

· El patrimonio del concursado queda sometido a una administración ajena y sometido a liquidación general. 

Efectos en relación a los acreedores: 

· Los acreedores de ese deudor pasan a formar parte de un conjunto, que es la masa pasiva. Ninguno de los acreedores puede iniciar ninguna ejecución singular del patrimonio del deudor. 

· Vencimiento anticipado de las deudas sometidas a plazo (artículo 1915). 

· Cesa el devengo de intereses (artículo 1916), salvo para los créditos hipotecarios y pignoraticios. 

· A partir del concurso todos los intereses cesan, aunque se pueden reducir al interés legal (artículo 1916).

Órganos del concurso: 

· Órgano jurisdiccional: El juez tiene una función de control, de fiscalización, de gobierno y resuelve los conflictos que puedan surgir. 

· El depositario administrador: Es un sujeto nombrado por el juez para que administre los bienes hasta que se nombre a los síndicos.

· Los síndicos: Son los órganos ocupados de la administración del patrimonio del deudor y son los representantes legales del concurso. Deben ser tres, nombrados de entre los acreedores y por la junta de acreedores. Examinarán los títulos que se presenten y los pasarán a la junta de acreedores para que establezca el orden de prelación. También se encargarán de promover las reuniones de la junta de acreedores. 

· Junta de acreedores: Es lar reunión de todos los acreedores para deliberar. Nombra a los síndicos. Reconoce y gradúa los créditos. Decide si se aprueban o no los convenios propuestos por el deudor. 

Hay varias operaciones dentro del concurso judicial: 

· Reunión de acreedores, formación de la masa pasiva de acreedores y examen de sus créditos, que más tarde se gradúan. 

· Se forma la masa o el activo del concurso, que es el conjunto de bienes que hay en el patrimonio del deudor y con los que tiene que responder. 

· Liquidación del activo: Se venden los bienes en subasta judicial y con el dinero obtenido a cambio se realizan los pagos, siguiendo el orden de prelación de créditos. Los síndicos son los encargados de esto. 

Existe la posibilidad de que se realice un convenio entre deudor y acreedor. Los convenios que acreedores y deudor convengan deben ser aprobados por una mayoría de votos previstos en la ley, y obligan a todos los acreedores, también a aquellos que no se han presentado pero han sido notificados.

Si el convenio se cumple, el deudor puede quedar liberado en la medida de lo que se haya pactado, pero si el convenio se incumple o se hace de forma diferente a lo pactado, el acreedor sigue teniendo sus créditos. Éstos se deben cobrar preferentemente por concurso, y si no puede ser así, los créditos perviven hasta que el deudor pueda pagarlos. 

Los convenios preventivos:

El concordato o convenio preventivo es un procedimiento judicial especial que se celebra antes del concurso. El deudor tiene bienes pero no liquidez. El deudor tiene que llegar a un acuerdo con sus acreedores, y se requiere también validación judicial. Una vez aprobado el convenio preventivo obliga a todos los acreedores, incluidos aquellos que no se prepararon o se abstuvieron. 

El artículo 1912 establece una normativa aplicable a este tipo de convenios. La impugnación de estos convenios es posible, pero tiene un régimen especial. 

Los convenios son de quita y reducción de deudas, cuando se tiene que reducir un porcentaje de las deudas. Pueden ser convenios de espera cuando tienen efectos dilatorios y al deudor se le da un tiempo para pagar. 

En cuanto al cumplimiento de estos convenios, se regula en el artículo 1919.

TEMA 10: LA MODIFICACIÓN Y LA EXTINCIÓN DE LA RELACIÓN OBLIGATORIA: 

La novación en el Código Civil y sus clases:

La novación de la obligación es la extinción de la obligación y la creación de una nueva obligación que viene a reemplazarla. 

El artículo 1156 establece que las obligaciones se extinguen: 

· Por pago o cumplimiento.

· Por pérdida de la cosa debida.

· Por la condonación de la deuda. 

· Por la confusión de los derechos de acreedor y deudor. 

· Por la compensación.

· Por la novación. 

Los artículos 1203 y siguientes hablan de la novación. 

El artículo 1203 establece que las obligaciones pueden modificarse: 

· Variando su objeto o sus condiciones principales. 

· Sustituyendo a la persona del deudor. 

· Subrogando a un tercero en los derechos del acreedor. 

La modificación puede ser: 

· Simple: Pervivencia de la obligación inicial (novación impropia o modificativa). 

· Extintiva (artículo 1204): Extinción de la obligación inicial para reemplazarla por una nueva (novación propia o extintiva).

Efectos de la novación en sentido propio o extintivo: Los derechos accesorios de la obligación inicial, al extinguirse ésta, también se extinguen, es decir, se extinguen las garantías al extinguirse la obligación inicial. 

Cuando la novación es modificativa, pervive la obligación inicial aunque quede modificada. Las garantías se mantendrán salvo en la medida en que perjudiquen a terceros (fiador, garante). 

El artículo 1207 hay que interpretarlo a la luz de los precedentes históricos, no puede interpretarse literalmente. Interpretación doctrinal de este artículo: Para que el tercero (fiador o garante) quede afectado por la novación o por la modificación, tiene que haber prestado su consentimiento, si no presta su consentimiento, no puede quedar perjudicado. 

El artículo 1208 establece que la novación es nula si lo fuera también la obligación primitiva, salvo que la causa de nulidad sólo pueda ser invocada por el deudor. 

Anulabilidad y otros supuestos de acciones que puede ejercitar sólo una de las partes: El hecho de aceptar la novación puede implicar a veces una ratificación, con lo que la nueva obligación nacerá como válida. También puede impugnarse la nueva obligación por la parte afectada, alegando que es anulable. 

Los cambios de acreedor. La subrogación en el crédito. La cesión de créditos: 

Hoy en día se admite con frecuencia la sustitución o cambio de un acreedor por otro, y sin contar con el consentimiento del deudor. 

El primer mecanismo de cambio de acreedor es la cesión de créditos. La cesión de créditos es un negocio jurídico entre el acreedor inicial y el nuevo acreedor, y cuya finalidad es transmitir el derecho de crédito. Se protege un interés de comercialización de los créditos. 

El endoso es otro mecanismo, que sirve para la transmisión de determinados tipos de crédito. 

La subrogación en el crédito consiste en el subingreso de un nuevo acreedor en el lugar del anterior. Se protege la restitución al nuevo acreedor del desembolso que realizó y que no le correspondía, como en el pago de deuda ajena. 

La sucesión “mortis causa” o herencia también puede dar lugar a la transmisión del crédito y al cambio de acreedor. 

La intervención judicial (subasta de créditos) también puede producir la transmisión del derecho de crédito. 

La cesión de créditos es un negocio jurídico en el que el acreedor inicial (cedente) transmite la titularidad del crédito a un tercero (cesionario). El cesionario pasa a ser el nuevo acreedor y ese efecto de transmisión del crédito puede tener lugar sin la voluntad del deudor, ésta es irrelevante. 

Régimen jurídico de la cesión de créditos: Artículos 1526 y siguientes. Entra dentro de la compraventa. 

Es un negocio cuya finalidad es la transmisión del derecho de crédito. Pero en el sistema español para la transmisión de los bienes se requiere un título y un modo (tradición causalista). 

El objeto de la cesión de créditos es el derecho de crédito, siempre y cuando sea un derecho de crédito transmisible. Se admite que el objeto sea una parte del crédito. El objeto de la cesión de créditos se extiende, también, a todos los derechos accesorios del crédito (artículo 1528). Es una norma dispositiva, es decir, las partes pueden pactar otra cosa distinta. 

La forma de la cesión del crédito es libre. En ocasiones, se puede exigir que el negocio de cesión del crédito esté documentado en escritura pública, cuando el crédito cedido nació en una relación documentada en escritura pública (artículo 1280 en relación con el artículo 1279).

Constancia fehaciente de la fecha de la cesión de créditos como requisito de la oponibilidad frente a terceros de la cesión (artículo 1526): Los actos documentados en escritura pública son oponibles frente a terceros desde la fecha de la escritura, y si se refiere a inmueble será oponible desde la fecha de su inscripción en el Registro. La inscripción en el Registro supone una prueba de fehaciencia de esos hechos. 

El negocio de cesión de créditos sólo es oponible frente a terceros desde el momento en que está documentado en escritura pública o ha sido inscrito en el Registro de la Propiedad. El negocio de la cesión de créditos sólo es oponible frente a terceros desde que su fecha es fehaciente. Los terceros pueden ser un acreedor del cedente, o bien uno de los cesionarios en el caso de doble venta del crédito. 

Efectos que produce la notificación al deudor del negocio de cesión de créditos: El deudor no forma parte del negocio de cesión de créditos, pero se impone al cesionario la carga de notificar al deudor que la cesión ha tenido lugar. Si el deudor desconoce que la cesión ha tenido lugar y paga al acreedor inicial, ese deudor queda liberado  (artículo 1527). 

Efectos de la cesión de créditos: 

Efectos de la cesión de créditos en la relación que nace entre el cedente y el cesionario: 

· El cedente está obligado a transmitir el crédito al cesionario y a transmitírselo con todos los derechos accesorios. 

El cedente tiene la obligación de transmitir al cesionario toda la documentación necesaria para que el cesionario después pueda hacer valer su derecho de crédito, y debe facilitarle todos los medios de prueba. 

· El cedente tiene una responsabilidad frente al cesionario (artículo 1529): El cedente responde de la existencia y legitimidad del crédito. Si el crédito se transmite como un crédito de titularidad dudosa y así se especifica, puede, en este caso, el cedente quedar liberado de esta responsabilidad. En principio, el cedente no responde de la solvencia del deudor cedido, excepto cuando:

· Expresamente se hubiera pactado. 

· Esa insolvencia fuera conocida públicamente y anterior al negocio de cesión de créditos. 

La responsabilidad es de distinto grado según fuera el cedente de buena fe o de mala fe (artículo 1529). La responsabilidad del cedente de mala fe es agravada. 

El artículo 1530 establece que cuando el cedente de buena fe se hubiese hecho responsable de la solvencia del deudor, y los contratantes no hubieran estipulado nada sobre la duración de la responsabilidad, durará ésta sólo un año, contado desde la cesión del crédito, si estaba ya vencido el plazo. 

No se puede exigir responsabilidad al cedente cuando la causa de la cesión de créditos fue una donación o fue una “solvendi causa” o “pro solvendo”. 

El cedente y el cesionario pueden pactar una modulación de esa responsabilidad.

Efectos de la cesión de créditos en la relación que nace entre el cedente y el deudor cedido: 

Antes de que el deudor conozca la cesión, si paga al cedente, paga bien y queda liberado, después de que el deudor cedido tenga conocimiento de la cesión el cedente desaparece de esa relación obligatoria y aparece como único acreedor el cesionario. 

Excepciones que puede oponer el deudor cedido cuando el cesionario le reclame el pago del crédito: 

Las excepciones nacidas del propio derecho de crédito o relación obligatoria (la obligación ha prescrito). 

El deudor cedido puede oponer frente al cesionario las excepciones de carácter personal que tuviera frente al cedente, salvo que, expresamente, se haya contado con su consentimiento expreso para la cesión del crédito. 

La cesión de créditos litigiosos (artículo 1535): 

El acreedor inicial vende un crédito litigioso a un tercero (especulador de créditos, que se aprovecha de una situación en la que puede adquirir un crédito a muy bajo precio). 

Se le reconoce al deudor, en estas situaciones, una facultad para liberarse pagando el precio al que se vendió el crédito. 

El plazo para el ejercicio de esta facultad es de nueve días contados desde que el cesionario le reclame el pago. Se exceptúan una serie de supuestos en los que el cesionario tiene un interés legítimo en la adquisición del crédito. 

La subrogación en el crédito: Ésta consiste en el subingreso de un nuevo acreedor en el lugar del acreedor inicial (artículo 1203.3). Diferencias con la cesión de créditos: 

· Diferencias de régimen jurídico: 

· Diferencias de función económica: 

La subrogación en el crédito tiene lugar sólo en los casos previstos en la ley, o en los demás casos si existe un convenio expreso. La subrogación en el crédito puede tener lugar: 

· “Ex lege”: Por imperativo de la ley. 

· Pago con subrogación. 

· Presunciones legales (artículo 1210). 

· Convenio o pacto: Mientras que la cesión de crédito siempre nazca de un negocio. 

· Normal: Se celebra entre un subrogado y el acreedor inicial. 

· Excepción (artículo 1211): La subrogación tiene lugar por la voluntad del deudor. Esta excepción se da cuando el deudor ha solicitado un préstamo, documentado en escritura pública y con la finalidad de pagar al acreedor. 

Efectos de la subrogación en el crédito (artículo 1212): Transfiere al subrogado el crédito con los derechos anexos y garantías. El nuevo acreedor se coloca en la misma posición del antiguo acreedor. El acreedor inicial no responde absolutamente de nada frente al subrogado, a diferencia de lo que ocurre en la cesión de créditos. 

El “factoring”:

Es una figura americana. El “factoring” es un posible contrato de colaboración en los que una sociedad ofrece a un fabricante o a un comerciante una serie de servicios de contabilidad y de facturación. Es muy frecuente en las operaciones de “factoring” que la sociedad de “factoring” haga un pago adelantado de los créditos que tiene la empresa cliente frente a terceros acordándose la consiguiente subrogación en el crédito. La sociedad de “factoring” debe constar en sociedad anónima. 

Los cambios de deudor: 

Para el acreedor no es irrelevante, en absoluto, que su deudor sea uno u otro distinto. Es parte sustancial de su derecho de crédito la persona del deudor. El régimen jurídico del cambio de deudor es el siguiente: 

· Artículo 1203.2: Admite el cambio de deudor. 

· Artículo 1205: Se admite el cambio de deudor, pero se requiere siempre el consentimiento del acreedor. 

· Artículo 1206: La insolvencia del nuevo deudor no hace que surja otra vez el derecho de crédito frente al anterior deudor, salvo cuando el deudor nuevo conociese la insolvencia del deudor inicial. 

Los tipos negociales determinantes del cambio de deudor: 

· Expromisión (artículo 1205): Tiene lugar por la declaración de voluntad de un tercero dirigida al acreedor obligándose al pago de la deuda, que es aceptada por el acreedor. 

El convenio expromisario puede ser: Liberatorio o cumulativo, según produzca o no el efecto de liberación del deudor inicial.

No puede presumirse el ánimo de liberalidad del tercero promitente. Quien alegue la liberalidad debe probarlo. Normalmente, cuando el promitente pague al acreedor se aplicará el régimen jurídico del pago realizado por tercero. 

· Asunción de deuda (artículo 1255): Tiene lugar por el acuerdo entre el deudor inicial y un tercero que declara su voluntad de quedar obligado. Sólo surge efectos cuando recae el consentimiento del acreedor, que puede ser simultáneo o posterior. También, la asunción de deuda puede ser liberatoria o cumulativa. Los terceros sólo pueden quedar afectados en la medida en que presten su consentimiento. 

· Delegación (artículos 1203, 1205 y 1206): La delegación tiene lugar cuando el deudor (delegante) ordena a un tercero (delegado) que se comprometa frente al acreedor (delegatario) a pagar la deuda del delegante. En el momento que hay aceptación el delegado queda obligado. Esta es la delegación pasiva. 

Delegación solutoria: El delegado no realiza ninguna promesa, sino que directamente efectúa el pago. 

Delegación promisoria: Tiene lugar por la promesa del delegado o promitente. 

Las modificaciones del objeto y de los demás elementos de la obligación: 

El artículo 1203.1 admite la modificación de las obligaciones que pueden tener lugar variando su objeto o sus condiciones principales. Cualquiera de estas modificaciones requiere un acuerdo entre el deudor y el acreedor, y para que un tercero quede afectado se requiere también su consentimiento. 

La cesión del contrato: 

La cesión del contrato es frecuente en nuestros días, pero carece de regulación. Se admite en virtud de la autonomía de la voluntad (artículo 1255). Es un contrato atípico. Algunas legislaciones especiales contemplan esta figura de cesión del contrato. Requisitos para la cesión del contrato: 

· Consentimiento del cedido, que es el sujeto que no cambia en el contrato. 

· Que el contrato no esté completamente consumado, es decir, que queden todavía obligaciones, parcial o totalmente, pendientes de ejecución. 

· La forma del contrato de cesión del contrato tiene que ser la misma que la forma que revestía el contrato cedido. 

Excepciones que puede oponer el sujeto que permanece estable en el contrato frente al adquirente del contrato (cesionario) son, exactamente, las mismas que podría oponer frente al cedente, salvo que, expresamente, haya renunciado a ellas. 

La resolución de la relación obligatoria: La llamada acción resolutoria: 

Dentro de los remedios frente al incumplimiento, uno de ellos previsto, especialmente, para las obligaciones sinalagmáticas es la facultad resolutoria. La facultad resolutoria está reconocida en el artículo 1124. 

En las obligaciones sinalagmáticas se reconoce a cualquiera de las partes la facultad de resolver el contrato para el caso de incumplimiento por la otra parte contratante de su obligación principal en el contrato (artículo 1124). 

La facultad resolutoria es una facultad de modificar la relación jurídica poniendo fin a la relación obligatoria que existe entre las partes. Puede ejercitarla la persona que estaba dispuesta a cumplir con su prestación, o bien quien haya cumplido ya con la prestación. 

En primer lugar, se ejercita la acción del cumplimiento, pero ante el incumplimiento de la otra parte contratante se puede utilizar la facultad resolutoria. 

Con cualquiera de las dos (acción de cumplimiento y facultad resolutoria) puede solicitarse el ejercicio de la acción de indemnización por daños y perjuicios (artículo 1106). 

Ante un cumplimiento imposible que da lugar a la facultad resolutoria, puede tratarse de una imposibilidad física, o bien económica (frustración del fin contractual). 

El ejercicio de la facultad resolutoria puede ser judicial o extrajudicial. Según el Código Civil los tribunales pueden decretar un plazo para el cumplimiento. 

En esta materia se ha dado un proceso de objetivación. Antes se exigía una voluntad deliberadamente rebelde y, actualmente, se exigen unas circunstancias objetivas, sean cuales sean las causas del incumplimiento. Cuando el incumplimiento tiene lugar por una imposibilidad sobrevenida de la prestación puede originarse la situación propicia para el ejercicio de la facultad resolutoria. 

Los efectos de la facultad resolutoria son los de restitución de las prestaciones efectuadas (artículos 1295 y 1298). En ningún caso, la facultad resolutoria afectará a terceros adquirentes a título oneroso y de buena fe. 

La confusión de derechos:

Se regula en los artículos 1192 a 1194. La confusión de derechos se produce cuando concurre en una misma persona la situación jurídica de deudor y acreedor. Este es un supuesto de extinción de la obligación. Puede tener lugar tanto por un negocio “mortis causa” como por un negocio “inter vivos”. 

El artículo 1193 establece que los fiadores saldrán beneficiados de la confusión de derechos entre deudor y acreedor, puesto que se extingue la obligación. No ocurre lo mismo cuando concurre en la persona del fiador la situación jurídica de deudor, o bien cuando el fiador se convierte en acreedor; en estos casos la obligación no se extingue, sino que permanece. 

El artículo 1194 se refiere a la confusión de derechos en una obligación parciaria. Sólo se extingue la relación obligatoria afectada por la confusión de derechos, el resto de relaciones se mantiene. 

El artículo 1143 se refiere a las obligaciones solidarias: La confusión de derechos extingue la relación externa, pero en la relación interna surtirán todos los efectos normales, como si se hubiera celebrado el pago y el acreedor hubiera cobrado, y éste debe dar al otro su parte correspondiente. 

En las obligaciones mancomunadas en sentido estricto por más que se produzca la confusión de derechos la relación obligatoria permanece. 

Otras causas de extinción. Excesiva onerosidad. Base del negocio: 

¿Qué ocurre cuando, después de haber nacido la obligación, sobrevienen nuevas circunstancias que hacen excesiva la onerosidad de la obligación? Esto se da en:

· Las obligaciones que perduran en el tiempo (contratos de tracto sucesivo). 

· Las obligaciones sometidas a plazo (contratos de ejecución aplazada). 

Las soluciones a la anterior pregunta son las siguientes:

· Hacer cargar al obligado con los riesgos de una excesiva onerosidad de la prestación. 

· Reconocer al obligado la facultad de resolver el contrato. 

· Realizar un reajuste de las prestaciones. 

Teoría de la cláusula “rebus sic stantibus”: Existe en esos contratos de tracto sucesivo o de ejecución aplazada de una cláusula implícita, según la cual la obligación es exigible mientras que sigan así las circunstancias, pero no cuando se dé una alteración sobrevenida de las mismas. 

La jurisprudencia española admite con muchas restricciones esta teoría y requiere para su aplicación los siguientes requisitos: 

· Que se dé una alteración extraordinaria de las circunstancias, de manera que sean totalmente distintas de las que se daban al nacer la obligación. 

· Que se dé un notable desequilibrio de las prestaciones.

· Que se dé, totalmente, el carácter imprevisible de esa alteración. 

La doctrina francesa aplica la teoría de la imprevisión, que tiene casi los mismos requisitos. 

La excesiva onerosidad de la prestación está recogida en el Código Civil. Si se produce, sobrevenidamente, una alteración de las circunstancias que conviertan en excesivamente onerosa la obligación, se puede demandar la resolución del contrato por la parte afectada. Ha de tratarse de una situación totalmente imprevisible y, por lo tanto, lo que entre dentro de los riesgos normales de la vida no puede considerarse que entre dentro del ejercicio de esa facultad. 

La parte frente a la cual se ejercita la facultad de resolver el contrato puede evitar la resolución ofreciendo un reajuste de las prestaciones. 

La doctrina alemana ha creado la doctrina de la base del negocio. En el negocio pueden distinguirse una base subjetiva (expectativas comunes a ambas partes contratantes) y una base objetiva (circunstancias exteriores cuya subsistencia es necesaria objetivamente para que el contrato pueda continuar existiendo. Por una modificación sobrevenida de esas circunstancias desaparece una de esas dos bases y el contrato se extingue.

TEMA 11: EL ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA COMO FUENTE DE LAS OBLIGACIONES. LOS CUASICONTRATOS:

El enriquecimiento sin causa: 

En virtud de los principios de justicia y solidaridad universal, la doctrina ha elaborado la teoría del enriquecimiento sin causa. Esta teoría dice que nadie puede enriquecerse en perjuicio o a causa de otro, sin una causa justa que lo justifique. Cuando una atribución patrimonial no está fundada en una justa causa, surge una obligación de restituir para la persona que ha recibido esa atribución patrimonial. Así surge la acción para exigir la restitución por parte del perjudicado.

Los cuasicontratos:

El artículo 1089 establece que son fuentes de obligaciones los cuasicontratos. 

El artículo 1887 establece que son cuasicontratos los hechos lícitos y puramente voluntarios para los que resulta obligado su autor para con un tercero. 

A veces surgen obligaciones para uno o para dos. 

Los cuasicontratos son obligaciones impuestas por la ley en situaciones en las que así lo demandan principios básicos como de solidaridad social o justicia. 

En el Código Civil se recogen sólo dos supuestos: 

· Gestión de negocios ajenos. 

· Cobro de lo indebido. 

Son actos voluntariamente realizados de los que surgen obligaciones. Aunque el Código Civil no regule más, puede haber más supuestos de cuasicontratos. Así aparece la doctrina del enriquecimiento sin causa o enriquecimiento injusto. 

Gestión de negocios ajenos sin mandato:

Se gestiona un negocio ajeno porque el interesado está imposibilitado o ausente, sin que exista un mandato. 

En cuanto el interesado conozca el asunto, debe manifestar su oposición o aprobación. Si no dice nada, se entiende notificación tácita.

La intromisión de un tercero en asuntos ajenos es tan excepcional que sólo puede consentirse en una situación de urgencia. Por tanto, se requiere que, de no actuar, se derive un perjuicio inminente y manifiesto. 

Objeto de la gestión: 

Pueden ser objeto de la gestión cualquier tipo de acto, incluso actos materiales como la reparación de una cosa ajena, o atender un accidente, etc. Aunque el Código Civil habla de “negocios de otro” (artículo 1888), la expresión “negocios de otro” se entiende por cualquier acto. 

Contenido: 

El gestor está obligado a continuar la gestión hasta el final o advertir al interesado de lo que se está realizando. 

Se le exige diligencia, hasta se puede pedir indemnización por daños y perjuicios causados por negligencia (artículos 1889-1891). 

El interesado o “dominus”: 

Aunque no ratifique expresamente la gestión ajena, tiene obligación de responder de las obligaciones contraídas por el gestor en su interés. Tiene que indemnizar al gestor por todos los gastos necesarios y útiles y, además, por los perjuicios que le hubiera podido ocurrir en el desempeño de su cargo, siempre y cuando se den una de estas situaciones: 

· Cuando se ha aprovechado de las ventajas de la gestión. 

· Cuando se lograron evitar perjuicios inminentes y manifiestos como resultado de la gestión (artículo 1893). 

Artículo 1894: Señala dos supuestos en la gestión de negocios ajenos sin mandato: 

· Suministro de alimentos. 

· Gestión funeraria. 

Cobro de lo indebido: 

Supuesto de hecho: Se ejecuta una prestación que no es debida o frente a la persona que no se le debe, y se hace por error. 

Consecuencia jurídica: Obligación para el “accipiens” de restituir (artículo 1895). 

Como la prueba del error es difícil, en el Código Civil se facilitan una serie de presunciones (artículos 1900 y 1901). 

Objeto de la restitución: 

El objeto de la restitución varia en función de la naturaleza de la prestación y de la buena o mala fe del “accipiens”:

· “Accipiens” de mala fe: Además de la restitución de la cosa, deberá pagar los intereses, si se trata de un capital, o lo percibido por frutos si los hubiera. No se le permite ningún enriquecimiento. También responderá de todos los menoscabos que haya habido por cualquier causa (artículo 1896).

· “Accipiens” de buena fe: Tiene menor responsabilidad. Responderá sólo en la medida del enriquecimiento (artículo 1897). 

Hay una excepción a la obligación de restituir (artículo 1899): Cuando el “accipiens” era un acreedor de otra persona y creyó de buena fe que era ese el pago que se le debía, y como consecuencia se deshizo de los documentos para exigir la verdadera deuda o prescribió, en fin, perdió la oportunidad de exigir su pago, entonces el “accipiens” no está obligado a devolverlo. El deudor que pagó por error exigirá al deudor del otro acreedor, que es el que se beneficia.

TEMAS 12 y 13: LA RESPONSABILIDAD CIVIL: 

La responsabilidad civil es la obligación de reparar un daño que se ha producido como resultado de la infracción de un deber. Esta responsabilidad puede ser: 

· Contractual: Sería la obligación de reparar un daño producido por el incumplimiento de un deber contractual. 

· Extracontractual: También se llama aquilana. Hay que reparar el daño causado por la transgresión de un deber genérico, que sería el deber de no causar un mal a otro. 

Cuando concurran ambas responsabilidades, la jurisprudencia del Tribunal Supremo es fluctuante, pero se inclina más por considerar que hay responsabilidad contractual siempre y cuando se haya infringido una de las obligaciones nacidas del contrato. 

Artículo 1089: La cuarta fuente de las obligaciones es la responsabilidad civil extracontractual. Hay dos casos: 

· Actos constitutivos de delito o falta: Se aplicará el Código Penal (artículo 1092). 

· Actos no constitutivos de delito o falta: Se aplicarán los artículos 1902 y siguientes del Código Civil (artículo 1093). 

La acción para exigir responsabilidad civil en el caso de actos constitutivos de delito o falta se puede interponer por vía penal o por vía civil. 

Responsabilidad civil extracontractual: 

Artículo 1902: El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado. 

Presupuestos de la responsabilidad civil extracontractual: 

· Un comportamiento: Puede ser una acción o una omisión. Se ha infringido el principio según el cual no se puede causar daño a otro. 

· El daño producido por la acción u omisión: Se ha producido la lesión de un bien jurídico. Puede ser un daño patrimonial o un daño moral. 

Ante la aparición de nuevos daños o agravamiento de los daños ya producidos, la jurisprudencia permite que se dé una nueva indemnización para resarcir esos daños nuevos.

En caso de muerte de una persona estarán legitimados para ejercitar la acción de indemnización las personas que sufran el daño moral, que no coinciden necesariamente con los herederos. El que ejercita la acción (perjudicado) tiene que probar la realidad del daño y la extensión del mismo. 

· Relación o nexo causal entre el comportamiento y el daño: La jurisprudencia del Tribunal Supremo exige la existencia de este nexo causal, pero es fluctuante en cuanto a los criterios para determinar si existe o no ese nexo causal. Hay diversas teorías: 

· Teoría de la equivalencia o de la condición sin la cual no existiría el resultado. 

· Teoría de la causa adecuada: Se necesita que como consecuencia de ese hecho es posible o razonable que se haya ocasionado ese resultado. 

· Teoría de la causa más próxima al daño. 

· Teoría de la causa más eficiente. 

Concurrencia de culpas: Si también hubo culpa por parte del perjudicado, puede disminuirse la cuantía de la indemnización. 

El perjudicado tiene un deber de contribuir a mitigar los daños conforme a la buena fe. 

Si intervino un tercero puede ser causa de ruptura de ese nexo causal con la consiguiente no imputación de responsabilidad para el primero. 

Corresponde al perjudicado la prueba del nexo causal. 

· Es necesario que exista un criterio que permita imputar la responsabilidad al demandado. El criterio normal de imputación de responsabilidad en el Código Civil es la culpabilidad. Si se trata de un profesional se le exigirá la diligencia propia de su oficio. 

Causas de exoneración de responsabilidad: 

· La legítima defensa: Exonera tanto de responsabilidad civil como de responsabilidad penal.

· El estado de necesidad: Exonera de responsabilidad penal y, en la vía civil, si que se puede exigir un resarcimiento, pero ejercitando una acción de enriquecimiento. 

Sistema de responsabilidad extracontractual en derecho español: 

Según el Código Civil (artículo 1902) se establece una regla general según la cual nuestro sistema de responsabilidad extracontractual aparece dominado por la idea de culpa del agente productor del daño. 

Es un sistema subjetivo de responsabilidad que gira en torno a la idea de reproche por la actuación imprudente del autor del daño, que ha violado ese principio general de no causar daño a otro. Toda persona tiene obligación de prever los sucesos y de tomar las medidas correspondientes para evitar que se produzca el daño. Se sanciona la imprudencia (culpa o negligencia). Sin embargo, se acude a un declive de la doctrina de la culpa, ya no se quiere llegar a las causas de la acción humana, sino que se da más importancia a los resultados, y se dice que la víctima tiene que ser indemnizada siempre. En el sistema del Código Civil subsiste, formalmente, inalterado el sistema de responsabilidad por culpa. Pero en la práctica la jurisprudencia está introduciendo factores de flexibilización de ese sistema, interpretando esos artículos del Código Civil, dirigiéndolos hacia un sistema más objetivo. Esto se logra a través de las siguientes técnicas: 

· Inversión de la carga de la prueba de la culpa. Actualmente, la jurisprudencia exige que sea el autor del daño el que pruebe que ha sido completa y absolutamente diligente. 

· El Tribunal Supremo aprecia la culpa ante la más mínima negligencia. El hecho mismo de que exista un daño ya prueba que hubo negligencia. 

· Se flexibiliza el requisito del nexo causal aplicando la teoría de la causalidad adecuada. 

Esto en la práctica lleva a un sistema nuevo que es más objetivo. 

Un sector de la doctrina propugna la teoría del riesgo, según la cual será suficiente realizar una actividad de riesgo para tener que indemnizar. 

Cuando una legislación acoge el sistema de responsabilidad sin culpa, paralelamente, se obliga al potencial responsable a estar asegurado contra las consecuencias de su actuar. Esto hace que se trasladen todos los costes de ese seguro al producto, de manera que la potencial víctima es la que, en definitiva, está pagando indirectamente a la compañía aseguradora. 

Sujetos de la responsabilidad extracontractual: 

· El perjudicado (titular de un derecho de crédito). 

· El deudor o responsable. Puede ser: 

· El agente del daño (responsabilidad directa o por hecho propio). 

· Una persona que está a su cargo (responsabilidad indirecta o por hecho ajeno). 

Las personas que pueden responder por el hecho dañoso pueden ser físicas o jurídicas. Cuando haya pluralidad de autores en un hecho dañoso, es doctrina jurisprudencial muy reiterada la que sostiene que la obligación es solidaria cuando no sea posible individualizar a los causantes de ese resultado. 

Responsabilidad por el hecho ajeno: 

Se regula en el artículo 1903 del Código Civil. El propio Código Civil sienta criterios objetivos de responsabilidad por hechos ajenos, ya que invierte la carga de la prueba, de manera que dice que la responsabilidad por el hecho ajeno sólo cesará cuando las personas responsables prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño. 

Supuestos: 

· Responsabilidad de los padres por los hijos menores que tengan bajo su guarda: Es una responsabilidad objetiva. Se dice que los padres tuvieron culpa “in vigilando”, pero si logran probar que fueron completamente diligentes podrán repetir lo pagado contra el patrimonio del deudor. 

· Responsabilidad del tutor por los actos de los menores o incapacitados que estén bajo su tutela. 

· Responsabilidad civil de los empresarios frente a terceros y por los actos que realizan los empleados cuando están en servicio. Se responsabiliza al empresario por culpa “in eligendo”. 

· Responsabilidad de los educadores por los actos de los menores de edad en los centros de enseñanza no superior: Responden los titulares del centro docente.

Se pueden dar otros supuestos en que exista análoga relación de subordinación.

· Responsabilidad por daños causados por animales y cosas: El Código Civil no da una regla general, sino que especifica normas concretas que recogen supuestos en los que es posible exigir responsabilidad:  

· Responsabilidad por animales: Son responsables el propietario o el poseedor del animal en el momento en que se produjo el daño. Es una responsabilidad objetiva. Se responde siempre frente al tercero dañado, salvo por fuerza mayor o culpa de la víctima. 

· Responsabilidad por caza: Toda responsabilidad con el mundo de la caza está regulada en el artículo 1906 del Código Civil y, también, en la Ley de Caza de 1970 y reglamento de 1971. 

· Responsabilidad por ruina de los edificios: Si un edificio amenaza con ruina, se obliga al propietario a demolerlo (artículo 389). Pero si la ruina llega a producirse puede ser responsable el propietario negligente (artículos 1907 y 1909), o bien el constructor o el arquitecto (artículo 1591 en relación con el artículo 1909 y en relación con la Ley de ordenación de la edificación de 1999). 

· Responsabilidad por actividades industriales de carácter peligroso o nocivo (artículo 1908). 

· Responsabilidad del cabeza de familia por las cosas que se arrojen o caigan de la vivienda: Es una responsabilidad objetiva (artículo 1910). 

La reparación del daño:

Formas de reparación: La obligación de reparar puede cumplirse: 

· “In natura”: Restituir la misma cosa dañada. 

· Por el equivalente mediante indemnización. 

El perjudicado tiene una acción de cesación.

Carácter de la deuda indemnizatoria: Se trata de una deuda de valor. 

Fijación de la indemnización: Puede ser hecha por el acuerdo de ambas partes.

La materia es objeto de transacción. Si no se ponen de acuerdo será la autoridad judicial la que efectúe la fijación del importe, o bien la que establezca los criterios para su fijación, o los criterios para que se realice la liquidación de la obligación. 

Plazo para el ejercicio de la acción: El plazo es de un año contado desde que lo supo el agraviado (artículo 1968). 

Se presume, mientras no se pruebe lo contrario, un conocimiento inmediato del perjudicado. 

Seguro de responsabilidad civil: 

Cuando se pacta un seguro de responsabilidad civil se logra una colectivización de los riesgos. 

La Ley de contrato de seguro, de 8 de octubre de 1980, en su artículo 76 dispone que el perjudicado tiene acción directa contra el asegurador. Hay que tener en cuenta que, actualmente, la legislación tiende a acoger el sistema de responsabilidad sin culpa o de responsabilidad objetiva, por lo que hoy tiende a plasmarse esto en diversas leyes especiales, que al regular ciertas actividades que crean un riesgo exigen la suscripción obligatoria de un seguro.

